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Editorial 
 
 

Un debate postergado reiteradamente, ha 

retomado fuerzas nuevamente, a propósito de las 

indagaciones sobre el llamado Caso Penta: el rol 

del poder económico en la política chilena, 

aunque, con más precisión, el rol del poder 

económico de un tipo de empresarios en el 

desarrollo de la democracia chilena. 

Es un segmento del empresariado con una 

decidida concepción de hegemonía, que tiene 

expresiones políticas, económicas, religiosas y 

sociales muy específicas, y que viene 

produciendo desde hace rato episodios que 

afectan profundamente la marcha de la sociedad 

chilena, manipulando su desarrollo democrático 

y, no pocas veces, distorsionando la 

institucionalidad política y económica a su 

amaño. 

 Con un desparpajo que no pocas veces se 

viste de prepotencia,  dominan los debates 

democráticos porque cuentan con su hegemonía 

sobre los medios de comunicación o sobre las 

agencias que financian la publicidad, coartando o 

regulando los debates públicos, impidiendo de 

ese modo que aquellos efectivamente cumplan su 

esperado rol en democracia. 

En todos los grandes debates y en todos 

los eventos que han conmovido a la sociedad 

chilena y a su opinión pública, recurren a quienes 

le deben sus favores, posición y consideración 

económica, para distorsionar los debates y alterar 

la finalidad de las  decisiones que la gran 

mayoría del país lo espera.  

A través de colusiones, han afectado el 

desarrollo de las reglas del mercado, han 

presionado sobre la agenda pública, y han 

subordinado a no pocos actores en momentos en 

que la sociedad ha buscado miradas distintas 

sobre determinadas políticas públicas. 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Son los mismos que han aventado los 

proyectos de hegemonía en la educación, los que 

están presentes en los distintos desarrollos de 

institucionalidades y proyectos de predominio 

religioso, de claro sesgo valórico unilaterista. Son  

los mismos que han estado tras el poder 

económico de congregaciones religiosas que han 

buscado determinar el curso de la sociedad civil, 

desde la práctica de la exclusión y la segregación 

por ingresos. Varios de ello han proclamado la 

santidad de Maciel y sus protegidos, a pesar de la 

criminalidad de sus actos. 

La investigación sobre el mal uso del 

FUT y las devoluciones de impuestos 

fraudulentas, ha puesto en evidencia, 

nuevamente, como el poder económico de esta 

clase de empresarios, impone una profunda 

distorsión en la generación de nuestro sistema 

político de representación. 

Hay muchos políticos chilenos que deben 

su elección a la enorme diferencia de recursos 

económicos que dispusieron en la campaña 

electoral. Seamos sinceros y miremos las 

diferencias de recursos que muchas, muchas 

veces, en distintas elecciones, ha sido advertido 

por la ciudadanía. 

A través de los recursos económicos, en 

muchas oportunidades, se han convertido en los 

grandes electores, dejando los procesos 

electorales contemplados por la ley solo como un 

proceso de formalización. Las listas que han sido 

conocidas, sobre aportes a las campañas 

electorales de determinados parlamentarios en 

ejercicio, llaman a la reflexión y al repudio 

ciudadano, más aun cuando se trata solo de lo 

conocible y cuando queda la gran interrogante 

sobre los llamados “aportes reservados”. 
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Es tremendamente dudoso el que haya 

algunos que planteen que el sistema de 

financiamiento electoral es perfeccionable o que 

se trate simplemente de un asunto mejorable. 

El sistema de financiamiento electoral no 

admite mejoras, definitivamente. Lo que se 

requiere es una nueva legislación.  

Es de tal importancia este aspecto, que 

aun cuando el fin del sistema binominal sea 

posible, en sí mismo uno de los lastres de la 

dictadura que ha distorsionado gravemente el 

sistema de representación política en Chile, ello 

no implicará el aseguramiento de una mejor 

expresión de la voluntad popular mientras el 

sistema de financiamiento de las campañas 

electorales esté tan determinado por esos aportes 

económicos. 

En esa perspectiva, debe establecerse un 

sistema de financiamiento público de las 

campañas y un tope legal para el financiamiento 

de las distintas elecciones (municipales, 

regionales, parlamentarias y presidenciales). 

Quien trasgreda los montos legales debe ser 

investigado criminalmente. 

Concretamente, no cabe duda que hay que 

poner fin a cualquier financiamiento de tipo 

corporativo o de personas que integran 

directorios de corporaciones en campañas 

políticas. Dado que la generosidad puede ser una 

sana motivación de un adherente político, ello 

debe ser regulado a través de una cifra tope. Por 

ejemplo dos UF. 

Ese tipo de financiamiento privado solo 

debería ocurrir en los procesos previos de 

postulación, pero nunca cuando ya las 

candidaturas hayan sido inscritas legalmente, 

donde solo debe operar el financiamiento 

público. Obviamente, debe haber un 

financiamiento para la campaña y una retribución 

posterior, una vez electo de acuerdo al cargo. 

Sin duda, ello hará innecesario los 

ingentes recursos que algunos exhiben hoy, con 

alcances de prepotencia, y que tanta distorsión 

producen en nuestro sistema de representación y 

de elección de autoridades. Es la forma también 

de poner fin a las prácticas de hegemonía que 

determinados sectores del poder económico han 

impuesto en nuestra sociedad.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DEDICATORIA 

 
 

De manera especial y por primera vez, la 

presente edición es dedicada. Los hacemos en 
consideración con la Humanidad, como concepto 

superior que valora el existir y el hacer de la 

especie humana. 
En virtud a  todo lo que permite hacer o 

busca cumplir en las sociedades humanas la más 

plena realización del derecho, del respeto a la 

condición humana, al beneficio de los avances de 
la ciencia y del progreso, a la defensa de la vida y 

al ejercicio de la democracia, de la paz y la 

dignificación de las personas más allá de sus 
diferencias. 

Esta edición se dedica y recibe el nombre 

de Sameera Salih Ali Al-Nuaimy, destacada 

promotora de los derechos humanos en Irak. Un 
día llegaron a su casa, en Mosul, un grupo del 

autodenominado Estado Islámico, que reprueba el 

rol de la mujer emancipado de la mujer en la 
sociedad y rechaza la profesionalización 

femenina.  Fue agredida frente a su familia, y se la 

llevaron detenida, siendo sometida a vejámenes y 
torturas. Luego, la mataron en público, 

prohibiendo a su familia la sepultación. 

Su imagen debe quedar grabada en la 

memoria de todos los hombres y mujeres de bien, 
y su nombre debe ser recordado en el nombre de 

muchas mujeres en el mundo, para que nunca 

Sameera Salih Ali Al-Nuaimy sea olvidada. 

Si ello ocurre, el propósito del crimen de sus 

asesinos jamás quedará consumado, y el 

sacrificio de Sameera no será en vano. 
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Para Hobbes, vivir en sociedad constituye 

una necesidad que permite impedir que nos 

enfrentemos todos contra todos. Así, forjar un 

espacio de defensa común y de aprovechamiento 

de todas nuestras capacidades se torna nuestro 

objetivo. Crear un espacio de convivencia que 

sustituya el “todos contra todos” por uno de 

interacción gestado a partir del diálogo para ir 

forjando un “todos en todo”.   

De este modo, nuestras conductas y 

acciones se conciben y deben interpretarse 

conforme a este entorno que hemos creado. 

“Cualquier operar o cambio del operar de un 

organismo con respecto a un entorno, en 

cualquier dominio en que el observador distinga 

ese operar o cambio de operar, es una conducta 

o acción en ese dominio”, nos dice Humberto 

Maturana.  

Naturalmente nos desenvolvemos en un 

contexto unitario que se reproduce y desde donde 

se pueden dirigir los cambios que sean necesarios 

para su perfeccionamiento. Es por ello, que todo 

re-direccionamiento se hace desde esta identidad, 

ya que de sustentarse otro sentido de cambio 

estaríamos amparando la desintegración del 

medio social, lo que implica su destrucción que 

necesariamente ha de ser violenta, por cuanto 

toda unidad tiende a autoconservarse y 

reproducirse. 

No es extraño que tendamos a referirnos 

hoy al violentista como el anarquista que 

embozado coloca bombas en espacios públicos 

asimilándolo al arquetipo de lo siniestro. Un 

espectro anónimo y terrorífico a partir del que 

pueden construirse las más variadas, precipitadas 

e inverosímiles reacciones. Es el delincuente más 

peligroso ya que su sigilo al actuar lo hace 

imposible de identificar, más aun cuando lo hace 

de forma inesperada e impactante, generando en 

quienes no son víctimas directas una sensación 

de ser sobrevivientes (suelen decir: “momentos 

antes yo pasaba por el lugar” o “un familiar 

frecuenta dicho lugar”).  

En este contexto, cuando la acción se 

ejecuta en el centro o periferia inmediata donde 

se desenvuelven quienes toman decisiones o 

tienen el monopolio del discurso y del poder, y 

sus familiares y amigos, se tiende a profundizar 

 

De la sociedad y el 

cambio 
 

 

Andrés Cruz Carrasco 

 

 “Se da una fachada de supuesta 

representación y el discurso 

político se viste de cambio sin 

serlo. El que se dice probo resulta 

ser corrupto. El que llama a la 

participación resulta ser un 

déspota”. 
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estas reacciones, contra otros contextos análogos 

o incluso más brutales que puedan darse en otros 

lugares. Así, si el mismo suceso hubiese acaecido 

en una zona rural o bien en una ciudad lejana al 

espacio señalado, por motivos ideológicos se 

hace fácil disimularlos bajo el paraguas de la 

dudosa legitimidad de un “conflicto social”, 

“deuda histórica”, “reivindicación territorial” o 

simple “delincuencia común aislada”, que no 

amerita un tratamiento ni preocupación diferente 

de la atención que ya se le ha destinado.  

El terrorista cuenta con esta ira que se 

traduce en medidas políticas que usan 

herramientas legislativas que dividen y permiten 

soslayar, relativizar o distraer de la violencia 

realizada en otros lugares, pero que son 

irrelevantes para la elite por su lejanía y las 

implicaciones que podría tener el abordarlas 

directamente.  

En su espléndida obra “Eichmann en 

Jerusalem”, Hannah Arendt nos desmitifica la 

figura del espectro terrorista. Se trata de un ser 

humano bastante semejante a nosotros. Un 

individuo entregado por entero a una causa, 

sujeto incluso a alguna esperanza mesiánica de 

transformar el mundo por medio de sus actos 

violentos. En general, no son sujetos 

mentalmente desequilibrados como se pretende 

mostrarlos públicamente, sino todo lo contrario, 

por cuanto entienden perfectamente el alcance de 

su conducta y su formación, que suele ser 

universitaria o profesional, les permite tener de 

más medios o manejar más insumos para la 

planificación del hecho, así como asegurar su 

impunidad.  

Aquí no quiero que se diga que uno 

justifica una acción terrorista, pero no debemos 

dejar de soslayar que quienes un día ejecutaron 

tales actos, en otras jornadas son llamados 

“soldados”, “valientes revolucionarios”, 

“activistas”, “mártires” o incluso pueden mutar 

en “estadistas” o “políticos realistas o 

visionarios”, cuando logran ampararse en algún 

movimiento que pueda llegar a alcanzar el apoyo 

de parte de las masas, lo que implica que no 

resultan ser seres siniestros o especiales, sino que 

individuos como usted o yo. Mientras no 

aceptemos esto, nos será muy difícil llegar a 

pesquisar, prevenir y reprimir sus acciones.   

Mientras los comités o comisiones de 

“teóricos” y “expertos” pretendan imponer 

soluciones mediáticas sin comprender la 

dinámica global sobre las que se construyen las 

acciones que se ejecutan por otros individuos que 

forman parte del grupo social sin comprenderlos, 

y que estamos contestes en denominar como 

actos terroristas, y sin desplegar un estudio 

multidisciplinario, contextualizado según las 

zonas geográficas y atendiendo de manera 

sistemática a toda la legislación aplicable, 

simplemente les estaremos dando la razón a 

quienes se pretende combatir o respecto de 

quienes pretendemos prevenir sus conductas. 

Estaremos, una vez más, improvisando, 

cambiándolo todo para que todo quede igual.  

Al no entender a estos sujetos, no vemos 

sus características, que nos permitan determinar 

su origen, sus sensibilidades y la desesperación 

con lo que actúan. Ellos ven en su conducta un 

acto más bien de coraje en lugar de un atentado o 

delito. En 1869, Sergeui Necháiev, fundador del 

terrorismo ruso, señalaba: “Para nosotros, la 

palabra sólo tiene significado cuando se siente 

su significado oculto, y la acción sigue 

inmediatamente después. ¿Y qué es un acto o una 

acción? No es un discurso, una discusión política 

ni un voto, ni siquiera una manifestación, una 

huelga o “una sentada”, sino algo que destruye 

algo absolutamente”.  

Sergeui Necháiev  
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En general, todos los individuos que 

llegan a estos extremos han sido unos reformistas 

encantados de la actividad política y las 

ideologías, pero que se han visto desilusionados 

de la “verborrea” de quienes copan estos escasos 

espacios de participación, ya institucionalmente 

cerrados, y que terminan constatando que pese a 

lo radical que pueden aparecer los discursos de 

alguno de sus líderes, finalmente siempre el 

monopolio del poder sigue estando en la misma 

elite de siempre, que se sirve de la ambición de 

los que optan por una “carrera política”, vaciando 

al lenguaje de todo contenido.               

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En el “Orden del Discurso”, Michel 

Foucault expresaba que “En una sociedad como 

la nuestra son bien conocidos los procedimientos 

de exclusión. El más evidente, y el más familiar 

también, es lo prohibido. Uno sabe que no tiene 

derecho  a decirlo todo, que no se puede hablar 

de todo en cualquier circunstancia, que 

cualquiera, en fin, no puede hablar de cualquier 

cosa. Tabú del objeto, ritual de la circunstancia, 

derecho exclusivo o privilegiado del sujeto que 

habla: he ahí el juego de tres tipos de 

prohibiciones que se cruzan, se refuerzan o se 

compensan, formando una compleja malla que 

no cesa de modificarse”. Se da una fachada de 

supuesta representación y el discurso político se 

viste de cambio sin serlo. El que se dice probo 

resulta ser corrupto. El que llama a la 

participación resulta ser un déspota.  

La violencia que juzgamos como 

terrorista en Chile aun es residual y creo que 

podría ser abordada siempre y cuando superemos 

la ingenuidad de no concebir al que actúa como 

alguien como nosotros y de no dejar de hacernos 

cargo de los motivos que conducen a estos 

sujetos, siempre aislados y minoritarios cuando 

están en ciernes, a llegar a consumar tales 

conductas, que dirigidas por un caudillo 

carismático, podrían conducirnos a ser 

espectadores en el futuro de una recalificación de 

los mismos en acciones necesarias.  

Esto en un contexto de la inexistencia de 

los espacios de participación ciudadana y en el 

secuestro de la indispensable actividad política en 

las mismas manos de siempre, lo que nos ha 

dirigido, como en otros lugares del mundo que 

vemos como lejanos, hacia una desilusión 

colectiva a su respecto, una falta de 

representatividad y a estos actos de violencia 

extrema ejecutados por los más desesperados, 

que indudablemente deben ser juzgados y 

condenados, sea cual sea su tendencia y el lugar 

en que se consumen tales conductas. 

En “Sobre Héroes y tumbas”, Ernesto 

Sábato afirmaba: “Nuestra razón, nuestra 

inteligencia, constantemente nos están probando 

que ese mundo es atroz, motivo por el cual la 

razón es aniquiladora y conduce al escepticismo, 

al cinismo y finalmente a la aniquilación. Pero, 

por suerte, el hombre no es casi nunca un ser 

razonable, y por eso la esperanza renace una y 

otra vez en medio de las calamidades. Y este 

mismo renacer de algo tan descabellado, tan 

sutil y entrañablemente descabellado, tan 

desprovisto de todo fundamento, es la prueba de 

que el hombre no es un ser racional”.  

En estos momentos múltiples batallas se 

gestan en el mundo, se mutila y asesina a otros 

seres humanos por las más variadas y absurdas 

justificantes étnicas, políticas y religiosas. Pero 

seguimos sobreviviendo y nos levantamos una y 

otra vez venciendo a la angustia, más allá de todo 

lo racionalmente admisible, sosteniéndonos en la 

esperanza, como seres pasionales que somos.  

Es por ello, que creo que podemos vencer 

y construirnos una y otra vez sobre la desilusión, 

siempre y cuando nos decidamos a romper con la 

inercia y levantarnos para hacernos escuchar, por 

sobre todos quienes se pretenden dueños de los 

espacios públicos y de los discursos políticos. 

Sólo así, se podrán erradicar naturalmente, en el 

ámbito de la institucionalidad democrática, todas 

las manifestaciones de violencia, miedo y 

exclusión.   

 Foucalt 
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A continuación se presenta la traducción 

del artículo “United Nations Affirms the Human 

Right to Blaspheme” del ensayista 

norteamericano Austin Dacey, autor del libro 

“The future of Blasphemy: Speaking of the 

Sacred in an Age of Human Rights” (2012). El 

artículo fue publicado en la revista  Religion 

Dispatches de la University  of Southern 

California, el 11 de agosto de 2011. 

El texto es un ensayo elaborado a 

propósito de la declaración del Comité de 

Derechos Humanos de Naciones Unidas que, 

con carácter vinculante, afirmó en julio de 2011 

el derecho humano y universal a la blasfemia,  

como constitutivo de la libertad de expresión. 

Es de saber que, entre 1999 y 2010, a 

proposición de la Organización de la 

Conferencia Islámica, y con el activo respaldo 

del gobierno de Pakistán, fueron aprobadas 

numerosas resoluciones no vinculantes en 

Naciones Unidas, condenando lo que se 

denominó “difamación de la religión”.   

En el transcurso de este tiempo, 

numerosas organizaciones de derechos humanos 

y de promoción de la libre expresión alertaron 

sobre estas resoluciones, y lograron crean 

conciencia en los representativos 

gubernamentales ante Naciones Unidas  de su 

incompatibilidad con las bases libertarias que 

emanan de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos. Progresivamente a lo largo 

de estos años, los proyectos de acuerdo 

presentados  contaron con menos apoyo hasta 

lograr su reversión en la declaración a que hace 

referencia este texto. 

La declaración  de julio de 2011, que 

motiva el artículo de Austin Dacey, es un 

acuerdo del Comité de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas, conocido como Comentario 

General 34, compuesto de 52 párrafos, referidos 

a las libertades de opinión y de expresión 

vigentes en el Pacto Internacional sobre 

Derechos Civiles y Políticos (ICCPR).  En su 

artículo 48, señala expresamente que las 

prohibiciones de expresiones de falta de respeto 

por una religión o algún  otro sistema  de 

creencia, incluidas leyes contra la blasfemia, son 

incompatibles con el Pacto.  

 

La batalla por el 

Derecho a la 

Blasfemia 
 

 
Austin Dacey 

 

Presentación de Carlos Leiva V. 

 

“Las leyes contra la blasfemia o 

“insultos religiosos” (que se 

encuentran en todo el mundo, 

incluyendo la mitad de los estados 

miembros del Consejo de Europa) 

son inherentemente 

discriminatorias contra los 

secularistas y los disidentes 

religiosos”. 
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 El Comentario General 34 es el 

documento oficial vigente de Naciones Unidas 

referido al derecho a la blasfemia. 

 

Carlos Leiva Villagrán 
 

Naciones Unidas afirma el 

derecho a la blasfemia.  
 

Por Austin Dacey, 11 de agosto de 2011 

 

Habiendo seguido los debates sobre 

religión y libertad de expresión en las 

Naciones Unidas durante los últimos años, me he 

acostumbrado a las malas noticias, tales como 

una década de resoluciones del Consejo de 

Derechos Humanos y de la Asamblea General 

“combatiendo la difamación de las religiones”. 

Ahora que hay algunas buenas noticias, casi 

nadie se ha dado cuenta. A fines del mes pasado, 

la ONU lanzó una nueva declaración sobre la 

extensión de la libertad de expresión bajo la ley 

internacional. Afirma que las leyes que restringen 

la blasfemia son incompatibles con los estándares 

de los derechos humanos universales.  

Javier Krahe, acusado  de blasfemia en España en 2012 
 

La declaración procedió del Comité de 

Derechos Humanos, el cuerpo de dieciocho 

“expertos independientes” encargados de 

controlar el cumplimiento del Pacto Internacional 

sobre Derechos Civiles y Políticos (ICCPR), el 

tratado de derechos humanos de 1966 que vela 

por la libertad de opinión y expresión, así como 

por otros derechos fundamentales. Los 

comentarios generales del Comité representan 

interpretaciones autorizadas sobre las 

disposiciones  del ICCPR. A diferencia de las 

muy publicitadas resoluciones aprobadas por el 

Consejo de Derechos Humanos y por la 

Asamblea General, las disposiciones del ICCPR 

son legalmente vinculantes para sus más de 165 

participantes. 

El Comentario General Número 34, 

detallada declaración de 52 párrafos, es el 

resultado de dos años de intenso debate entre 

representantes del gobierno y organizaciones de 

la sociedad civil. El comentario previo del 

Comité sobre la libertad de opinión y expresión, 

en 1983, tenía sólo cuatro párrafos. Además de 

tratar materias como la traición, la difamación de 

los jefes de estado y “leyes de la memoria” que 

refuerzan una versión oficial de la historia, o el 

derecho de los bloggers, el Comentario 34 se 

concentra enérgicamente en las limitaciones 

religiosas contra la expresión. Lo hace no sólo 

afirmando que el derecho a la libre expresión es 

fundacional para una sociedad democrática y 

libre, sino también para la protección de otros 

derechos. También apela explícitamente a los 

valores de la libertad de conciencia y la igualdad 

ante la ley. 

De acuerdo con el párrafo 48, “Las 

prohibiciones de expresiones de falta de respeto 

hacia una religión u otros sistemas de creencias, 

incluyendo las leyes de blasfemia, son 

incompatibles con el Pacto, excepto en 

circunstancias específicas tratadas en el artículo 

20, párrafo 2, del Pacto”. El artículo 20, párrafo 

2, llama a los estados a prohibir “la defensa del 

odio nacional, racial o religioso que constituye 

una incitación a la discriminación, la hostilidad 

o la violencia”. El Comentario es cuidadoso 

requiriendo que cualquier restricción no debe 

violar las garantías del Pacto sobre igualdad ante 

la ley (Artículo 26) y la libertad de pensamiento, 

conciencia y religión (Artículo 18).  

Por tanto, no se permitiría que ninguna de 

estas leyes discriminara a favor o en contra de 

ciertas religiones o sistemas de creencias, o a sus 

partidarios por encima de otros, o a los creyentes 

religiosos sobre los no creyentes. Tampoco se 

permitiría que tales prohibiciones fueran 
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empleadas para prevenir o castigar la crítica de 

los líderes religiosos o el comentario sobre la 

doctrina religiosa y los dogmas de fe. 

Las leyes contra la blasfemia o “insultos 

religiosos” (que se encuentran en todo el mundo, 

incluyendo la mitad de los estados miembros del 

Consejo de Europa) son inherentemente 

discriminatorias contra los secularistas y los 

disidentes religiosos. Son discriminatorios en el 

sentido de que los secularistas no poseen recursos 

legales cuando son las palabras de los creyentes 

las que ofenden sus sensibilidades morales. 

Tampoco los gays pueden llevar a juicio a los 

editores del Levítico por la afrenta espiritual que 

seguramente les supone. Los escépticos y 

creyentes heterodoxos, por otra parte, sí tienen 

conforme al Artículo 18 derecho a vivir y a 

expresarse de acuerdo con su conciencia incluso 

cuando ofende la ortodoxia. 

El párrafo 32 del nuevo comentario 

también previene llama a los estados que utilizan 

una noción estrecha de la llamada moral pública 

para restringir la expresión, a eliminar las leyes 

que proscriben a una tradición religiosa en 

particular: “el concepto de la moral deriva de 

muchas tradiciones sociales, filosóficas y 

religiosas, y en consecuencia las limitaciones… 

que tienen el propósito  de proteger la moralidad 

han de basarse en principios que no deriven 

exclusivamente de una sola tradición”. 

Las implicaciones de estas 

recomendaciones consisten en que las 

controversias sobre la blasfemia no son 

simplemente un conflicto entre “libertad de 

expresión” y fe, sino choques entre afirmaciones 

contrarias sobre la conciencia. Esta posición es 

defendida por la International Humanist and 

Ethical Union  y está elaborada en mi próximo 

libro, The future of Blasphemy: Speaking of the 

Sacred in an Age of Human Rights. 

El mensaje del Comentario General 

Número 34 no es sólo una condena clara de las 

leyes de blasfemia de países como Pakistán, que 

a pesar de haber ratificado el ICCPR en 2008, 

continúa imponiendo la pena capital por 

blasfemia y “profanación” del nombre del Profeta 

Mahoma. El comentario repudia igualmente las 

decisiones de la Corte Europea de Derechos 

Humanos en Estrasburgo, que ha confirmado 

leyes austriacas, británicas y turcas en contra de 

la blasfemia y los insultos religiosos, invocando 

un derecho sui generis a “respetar los 

sentimientos de los creyentes”. 

  Asia Bibi, acusada de blasfemia en Pakistán en 2010 
 

El mayor desacuerdo que hay en el 

comentario, desde mi punto de vista, es su 

debilidad para denunciar las leyes penalizadoras 

del “discurso de odio”, que en muchos países 

funcionan de hecho como restricciones sobre la 

blasfemia y el sacrilegio. Teóricamente, podemos 

distinguir entre dar una paliza a una creencia o 

dar una paliza a sus partidarios. Sin embargo, en 

ausencia de una norma internacional precisa, la 

“advocación del odio religioso” podría significar 

cualquier cosa, desde provocar violencia 

inminente contra individuos (criminalizados 

incluso bajo la Primera Enmienda) hasta el 

estándar no verificable de estar motivado por la 

hostilidad religiosa, como ocurre bajo la Ley 

británica sobre Crimen y Desorden de 1998. Las 

condenas de escritores y activistas como Paul 

Giniewski en Francia, Lars Hedegaard en 

Dinamarca, y Elisabeth Sabadistch-Wolff en 

Austria, prueban que las leyes sobre discurso de 

odio pueden ser empleadas de forma abusiva 

incluso en las democracias liberales. 

Los activistas de la sociedad civil tienen 

ahora finalmente de su parte la autoridad legal de 

las Naciones Unidas en su intento de presionar a 

los gobiernos para que cumplan las obligaciones 

de los tratados y pongan término a la 

criminalización de la blasfemia. 
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¿Qué hay de especial en un actor tipo que 

hace necesario calificar como “factor religioso” 

al menos parte de su accionar? ¿Cómo explicar el 

hecho de jerarquías religiosas que en el ámbito 

público discuten por los espacios de poder 

sabiendo que hay separación del Estado con la 

Iglesia desde 1925? 

En las últimas semanas hemos sido 

testigos de cómo la jerarquía de la Iglesia católica 

y romana ha estado presente en la crónica policial 

por investigaciones de delitos sexuales a 

connotados sacerdotes de la elite chilena, y por 

otro lado, cuestionando la labor de sacerdotes que 

se han comprometido con los derechos humanos 

de aquellas personas más desvalidas de la 

sociedad.  

Para abordar este tema proponemos 

realizar un análisis del denominado “factor” 

religioso en los conflictos actuales o 

recientemente pasados. Se puede constatar en los 

discursos religiosos de los “actores tipos”, una 

lejanía con la población versus una teología que 

no considera los signos de los tiempos. Si 

eludiéramos este argumento, por cualquier razón, 

sería evidente que es incompleto nuestro análisis.  

El primer problema a considerar es tratar 

de distinguir de qué hablamos cuando incluimos 

el concepto religioso en lo que sucede y qué 

diferencia existe con lo claramente identificado 

como ideológico y político. 

Una inicial aproximación al estudio reside 

en comparar por qué no decimos, respecto de 

otros conflictos, que existe un factor religioso, y 

en cambio sí lo hacemos si involucra actores 

religiosos que se disputan los espacios de poder, 

individuales o colectivos; lo cual no se reduce al 

ámbito privado y público. 

 

 

Religión y Poder 

en una sociedad 

laica 
 

 
 

Dr. David Muñoz Condell 
 

 

“El primer problema a 

considerar es tratar de 

distinguir de qué hablamos 

cuando incluimos el concepto 

religioso en lo que sucede y 

qué diferencia existe con lo 

claramente identificado como 

ideológico y político”. 

El autor es un destacado pastor bautista, 

presidente de la Fraternidad Ecuménica de 

Chile, que agrupa las tres tradiciones cristianas 

existentes en el país (católica, protestante y 

ortodoxa) y autor de varios libros sobre la 

religiosidad y el protestantismo. 
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Un acercamiento al tema en cuestión 

reúne consenso bastante amplio: la religión  

como hoy se la percibe, exigiría de la persona un 

grado de compromiso más amplio que incluye su 

conducta pública como parte de su conducta 

total, directamente condicionadas ambas por la 

religión.  

Aunque el fundamentalismo religioso fue 

originalmente — a fines del siglo XIX — 

atribuido a algunas confesiones cristianas, esa 

palabra se convirtió luego en un comodín que se 

extendió a otras religiones. Desde hace tiempo el 

fundamentalismo se atribuye también a versiones 

internas en el judaísmo, el cristianismo, el 

islamismo, y a otras religiones, por ejemplo, el 

hinduismo. Pues bien, quizá sea hora de 

prescindir por un tiempo de ese concepto por ser 

ya demasiado amplio y confuso. 

Hay que admitir que los conflictos 

actuales y los precedentes, que llamamos 

“crisis”, son en realidad menos novedosos de lo 

que parecen.  Hubo siempre, y hoy también, 

mucho más política e ideología que razones 

últimas, morales, éticas o religiosas propiamente 

dichas, de lo que les atribuimos.  

En otras palabras, en los conflictos 

planteados por el poder nos parecemos —

orientales y occidentales — mucho más de lo que 

creemos. Si no incluimos a la religión 

regularmente entre los factores, cuando 

analizamos otros conflictos — los occidentales o 

los orientales — no parece imprescindible 

hacerlo cuando está de por medio una sociedad o 

una cultura que fundamenta su accionar en una 

religión tipo. 

Pixabay 

La religión como tal es un sistema 

integrado de las acciones humanas, compuesto 

por creencias, prácticas y costumbres acerca de lo 

considerado como sagrado o divino, y que 

generalmente responde a inquietudes de carácter 

existencial, moral y espiritual. Hay que tener en 

consideración que cuando se habla de religiones 

se hace para hacer referencia a formas concretas 

de manifestación del fenómeno religioso, 

compartidas por los diferentes grupos societales.  

Hay religiones que están organizadas de 

formas más o menos rígidas, mientras que otras 

carecen de estructuras formales y están 

integradas las tradiciones culturales de la 

sociedad o etnia en la que se practican. El 

término religión hace referencia tanto a las 

creencias y prácticas personales como a ritos y 

enseñanzas colectivas. 

La religión es un sistema compartido de 

creencias y prácticas asociadas, que se articulan 

en torno a la naturaleza de las fuerzas que 

configuran el destino de los seres humanos. Por 

otra parte cuando se dice que la religión es un 

sistema de símbolos que obra para establecer 

vigorosos, penetrantes y duraderos estados 

anímicos y motivaciones en los hombres, 

formulando concepciones de un orden general de 

existencia y revistiendo estas concepciones con 

una aureola de efectividad tal que los estados 

anímicos y motivaciones parezcan de un realismo 

único. 

Debido al amplio espectro de usos de la 

palabra, resulta especialmente complejo ofrecer 

una definición exhaustiva de lo que es religión o 

del fenómeno religioso. Sin embargo, se puede 

afirmar que, como hecho antropológico, engloba 

entre otros los siguientes elementos: tradiciones, 

culturas ancestrales, instituciones, escrituras, 

historia, mitología, fe y credos, experiencias 

místicas, ritos, liturgias, oraciones. Aunque la 

antropología ha recogido y sistematizado 

manifestaciones religiosas desde el primer 

momento de la existencia del ser humano y éstas 

han influido decisivamente en la construcción de 

las diversas culturas y sociedades, todavía se 

discute si es un fenómeno esencial del hombre o 

puede ser reducido a otras experiencias o 

aspectos humanos más fundamentales. 
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El ser humano ha hecho por siempre uso 

de las religiones para encontrarle sentido a su 

existencia y para dar trascendencia y explicación 

al mundo, al universo y a todo lo imaginable. La 

palabra religión en ocasiones se usa como 

sinónimo de religión organizada u organización 

religiosa, es decir, instituciones que respaldan el 

ejercicio de ciertas religiones, frecuentemente 

bajo la forma de entidades legales, a las cuales 

podemos denominar agrupaciones, comunidades 

de fe, congregaciones, iglesias, entre otras 

Desde una lectura filosófica la religión 

puede ser un estilo de vida, un camino hacia la 

plenitud, una plenitud que inicia desde el mismo 

instante que se cobra conciencia de la misma. En 

un sentido más amplio, también se utiliza para 

referirse a una obligación de conciencia que 

impele al cumplimiento de un deber, el cual está 

asociado al ser y al estar. 

Una posibilidad es intentar una definición 

desde el punto de vista de las personas que 

profesan la religión. Así encontramos propuestas 

como las del teólogo reformado y filósofo  

Schleiermacher que define a la religión como un 

sentimiento de dependencia absoluta que luego 

distingue este sentimiento de los tipos de 

dependencia relativa. Decía que la religión no 

podía ser estudiada correctamente ni por la 

filosofía racionalista de la ilustración, ni por los 

dogmas eclesiásticos. El sentimiento y la 

intuición eran los mejores caminos para 

relacionarse con la deidad. En su obra 

“Soliloquios” planteaba que tantas veces como 

vuelvo mi mirada hacia adentro de mi ser más 

íntimo estoy en el campo de la eternidad. Por lo 

tanto, la experiencia piadosa y mística de los 

creyentes es lugar de reflexión teológica. 

La teología, por lo tanto, tenía un nuevo 

lugar teológico, el sentimiento y la intuición 

humana. El sentimiento y la intuición son labor 

de la teología. Esta tarea reflexiva conlleva a su 

vez un discurso moral que debe ser coherente con 

lo que se cree, y en ningún sentido violar lo más 

sagrado que tiene el ser humano y esta es su 

dignidad. 

Con el estudio que las diversas ciencias 

humanas (sociología y antropología cultural 

especialmente) han realizado de la religión, se ha 

logrado formular otro conjunto de definiciones 

que consideran este fenómeno en su ámbito 

social y cultural. La conocida definición del 

sociólogo francés Emile Durkheim entra en este 

grupo: Una religión es un sistema solidario de 

creencias y de prácticas relativas a las cosas 

sagradas. [...] Toda sociedad posee todo lo 

necesario para suscitar en sus miembros la 

sensación de lo divino, simplemente a través del 

poder que ella ejerce sobre ellos. 

Sin embargo, con la llegada de la 

fenomenología de la religión, se intentó ir más 

allá de las formas que buscaban el núcleo propio 

del fenómeno en la sociedad o en los aspectos 

individuales. Y en ese ámbito se identificó como 

propio de la religión el hecho de la presencia o 

consciencia de lo sagrado.  

Rudolf Otto en su obra “Lo Santo”, indica 

como esencia de la consciencia religiosa el temor 

reverencial ante aquello que, siendo desconocido 

al mismo tiempo sobrecoge y atrae casi 

irresistiblemente. Sin embargo, estos elementos 

que Otto refiere como propios de la experiencia 

religiosa parecen estar ausentes en las religiones 

asiáticas.  

 Mircea Eliade 
 

En la perspectiva del historiador de la 

religión Mircea Eliade se da una ampliación de la 

noción de “sagrado” que perfecciona la 

definición de Otto. Habla de espacios, cosas y 

tiempos sagrados en la medida en que estos se 

relacionan con simbolismos y rituales propios de 

las religiones. Así la religión es la configuración 

u organización de la existencia a partir de 
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dimensiones profundas de la experiencia humana 

que relacionan al hombre con algo que se le 

presenta como último y trascendente. Tales 

dimensiones varían de acuerdo con las 

circunstancias y culturas. 

A partir del siglo XVIII, con la irrupción 

del humanismo y el pensamiento ilustrado en 

Europa, que se extenderá con rapidez a otras 

partes del mundo, se asienta la idea de separar la 

doctrina del Estado de las doctrinas religiosas. 

Teniendo en consideración que los dos poderes 

responden a lógicas diferentes. Hay una relación 

entre sí, pero su naturaleza es distinta. 

Para aproximarse al fenómeno de las 

religiones hay que tener en consideración la 

clasificación de estas, tales como por concepción 

teológica: teístas, las no teístas, las monoteístas, 

las panteístas, las politeístas, las henoteístas, las 

dualistas y las de carácter gnósticas. Otra división 

que se utiliza consiste en hablar de religiones 

reveladas o no reveladas: por revelación y 

aquellas religiones no reveladas. 
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La importancia del fenómeno religioso en 

la contemporaneidad es algo verdaderamente 

asombroso ya que ha atraído a muchos 

especialistas de diferentes ciencias. Estas 

reflexiones no han hecho más que aclarar el 

carácter verdadero de esta religión y los lazos que 

la unen con el hombre. La presencia de 

comportamientos religiosos en todas las 

sociedades plantea algunos problemas de la 

sociología de la religión en cuanto estas 

experiencias religiosas se convierten en 

estructura social y hay que interrogarse sobre su 

significado en el ámbito global de la realidad 

social. 

La religión como comportamiento social 

ha sido considerada por algunos contemporáneos 

como factor de integración, cohesión, 

conservación de la realidad social, entre otras. 

También la religión se interpreta como un factor 

no funcional en el sistema social, fuente de 

desintegración y de cambio y esto puede 

considerarse tanto positivo como negativo, en 

dependencia de la perspectiva ideológica, en 

cambio, otros admiten que la religión posee una 

dinámica del todo propia que se impone a la 

realidad social en cuanto es capaz de 

diferenciarla, modificarla, estimularla. 

En la obra de Peter Berger "Rumor de los 

Ángeles” se plantea que muchos de los 

contemporáneos coinciden en que lo sobrenatural 

ha desaparecido en el mundo actual. Esta idea se 

ve como irreversible ya que por ejemplo se habla 

de la muerte de dios y de la era post cristiana, y 

que cada vez las culturas hablan menos del 

término religión.  

La desaparición de lo sobre natural es 

tomada de distintas formas: unos más 

triunfalistas, otros con profundo dolor, a otros ni 

les llama la atención el término. De algo si 

debemos estar seguros y es que vivimos en una 

época donde dios ha dejado de interesar a la 

conciencia humana. Los hombres primitivos 

creían en un mundo sobrenatural, lleno de fuerzas 

ocultas y seres divinos. Aquí podemos ver la 

aventura del hombre, si tenemos en cuenta que se 

cuidaba de cualquier temor metafísico que 

pudiera surgir. El deseo creador de salvarse del 

pecado hace que desee proporcionar a los hijos 

una actuación moral y una vida natural, ambas 

correctas. 

En determinados medios religiosos la 

crisis de lo sobre natural está en plena irrupción y 

afecta profundamente todo el armazón de la fe, 

del pensamiento y de la práctica religiosa, 

viéndose la vida del creyente arruinada. Esta 

crisis no es igual para todos los cuerpos 

religiosos las diferencias son significativas.  
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En el caso del protestantismo en nuestro 

país ha vivido con ella durante mucho tiempo, 

esto se debe a su espíritu abierto a la modernidad, 

en la búsqueda de soluciones coherentes al 

momento que se estaba viviendo. La situación del 

cristianismo es diferente ya que se ha cuidado 

mucho del mundo moderno y ha elaborado 

defensas frente al mismo, dándole una estructura 

adecuada a sus creencias, acoplándolas al mundo 

moderno, pero sin romper su esencia tradicional. 

Lo que si se ha visto bien claro con toda esta 

crisis de lo sobrenatural es que la modernidad ha 

influido en todas las tradiciones religiosas y en el 

proceso de secularización de cada una de ellas. 

El análisis de los fenómenos religiosos 

forman parte del intento de superar la visión 

organicista y mecanicista de la realidad social 

para recuperar sus dimensiones de símbolo y 

valor, esto va dirigido a las experiencias sociales 

a la hora de contener y expresarlas. La 

suspensión del concepto positivista que reduce a 

los hechos sociales y religiosos a "cosas" no 

parece como cierta y univoco, por otra parte se 

trata de interpretar coherente el hecho social, esto 

es el hecho religioso. 

La segunda propuesta es relacionada con 

la necesidad del ofrecer un fundamento moral a 

la convivencia humana elaborando las 

motivaciones que tienen el poder de crear el 

equilibrio de la destrucción de los sistemas 

sociales, se propone evitar las consecuencias 

negativas de la división social del trabajo (es 

decir de un funcionamiento y articulación de la 

estructura social y la cultura), que conducen a la 

crisis de las normas, esto es la anomia. 

La religión se presenta como un factor 

capaz de suscitar un fuerte sentimiento de lealtad, 

dedicación y solidaridad en lo que atañe al 

sistema social. La religión es un hecho social 

complejo que no puede entenderse sino es 

mediante otros hechos sociales, por ejemplo, en 

los estudios hechos a los indígenas australianos 

existe un tipo psíquico bastante semejante entre 

los individuos diversos. La solidaridad que se 

encuentra en esta sociedad es de tipo mecánico 

donde los componentes que participan en esta 

colectividad prevalecen sobre el individuo, aquí 

es donde está la diferencia con la solidaridad 

orgánica, donde hay una interdependencia más 

extendida entre los sujetos los cuales realizan 

funciones específicas. 

Hay que notar ante todo que la religión 

nace de los sentimientos de solidaridad que une a 

cada individuo en el grupo, de acuerdo a cada 

realidad existente se construye una 

representación simbólica de acuerdo al colectivo, 

así este grupo o clan crean una perfecta unidad 

entre los que tienen vínculos a fines, la existencia 

de estas conciencias colectivas explica la 

necesidad de elaborar la representación simbólica 

que expresa la combinación de la existencia de 

algo inmaterial, como una energía difusa que 

invade el grupo y lo mantiene unido. 

 

En la medida que este grupo o clan tiende 

a perpetuarse y a superar las dificultades que 

amenazan su existencia se refuerza la conciencia, 

hasta el punto de proclamar el carácter sagrado 

de sus simbologías, las personas en este caso que 

pertenecen al clan son del mismo género. Por 

tanto el tabú proyectado en el tótem subsista de 

respeto y devoción, y comienzan a florecer los 

mitos que tienen la función de expresar el 

carácter radical del tótem respecto a las 

realidades banales de la vida cotidiana. Se dan 

los ritos que son transposiciones sublimadas de 

acciones significativas de la vida del grupo y que 

rápidamente se transforman en conductas que 

representan las creencias simbólicamente 

creadas.  
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Respecto a esto Emile Durkheim pone un 

mayor hincapié en la interiorización teórica y la 

apropiación vital del espíritu del grupo. La 

religión no es más que el proyecto simbólico del 

"ethos" social como fin de suscitar el altruismo, 

el respeto y la confianza del grupo en la 

solidaridad. El culto representa una función 

disciplinaria y educativa en la solidaridad y en la 

adhesión recreativa, las expresiones artísticas que 

acompañan el rito es lo que hace la 

retroalimentación de los individuos dentro del 

grupo para cumplir sus roles sociales en el 

mismo. 
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Para el sociólogo de la religión Raphael 

Liogier, hoy estaríamos en un cambio de época 

en lo que respecta a la religión. En su obra 

“Hacia una religiosidad planetaria”, nos 

comenta que usamos simultáneamente las dos 

vías.  

Clasificamos una parte de los valores de 

las grandes tradiciones que han dominado a la 

humanidad en la columna del mal (todo lo que se 

relaciona con la obligatoriedad jerárquica y 

moral, con la desigualdad hombre-mujer, con la 

negación del individuo en provecho del grupo, 

con la negación de lo universal en provecho de 

una comunidad).  

Y simultáneamente pretendemos 

recuperar los valores originales no perdidos de 

cada una de esas tradiciones, que son entonces 

ubicados en la columna del bien (el feminismo, 

lo sagrado de la verdad interior individual, la 

misteriosa conexión de los dos infinitos, el de 

nuestra naturaleza subjetiva y el de la naturaleza 

universal).  

Este doble procedimiento tiene la ventaja 

de mantener las religiones tradicionales con sus 

estéticas particulares, pero remodelándolas, 

haciéndolas fundamentalmente equivalentes. Es 

el método mejor adaptado a la situación inédita 

de la globalización. Por primera vez en la 

historia, lo que se juega no es el simple paso de 

una religión a otra, sino la refundación de todas 

las religiones de la humanidad en una 

religiosidad global. 

Parafraseando a Hans Küng, no habrá paz 

entre las naciones, sin paz entre las religiones. No 

habrá paz entre las religiones, sin diálogo entre 

las religiones. No habrá diálogo entre las 

religiones, sin criterios éticos globales. Nuestro 

planeta no podrá sobrevivir sin una ética global, 

sin una ética mundial, asumida conjuntamente 

por creyentes y no creyentes.  

En nuestro libro: “La Religión en las 

Estructuras de Poder”, decimos que con tristeza 

tenemos que reconocer que los valores del 

mundo de hoy se han infiltrado en la iglesia, 

tanto en los predicadores y líderes como en los 

creyentes en las bancas. Entre los famosos 

predicadores, en sus megas iglesias y sus 

programas de televisión, con todo su éxito, 

resulta mucho más difícil encontrar los grandes 

valores espirituales de los gigantes del pasado.  

Aunque, gracias a Dios, existen 

excepciones muy notables, muchas (diría que la 

mayoría) de estas personalidades públicas 

parecen soberbias, con la arrogancia que les 

otorga su “éxito”. Muchos también dan la 

impresión de estar jugando algún papel, más 

como actores de teatro que como siervos del 

Señor de señores. 

Si no se fundamenta el pastorado en una 

ética del servicio, en vano se trabaja por el reino 

de Dios. Mientras haya pastores corruptos y que 

velen por sus propios intereses, la sociedad civil 

verán a la iglesia (católica, ortodoxa, protestante 

y evangélica) sólo como una institución terrenal, 

mundana, más que una institución que es 

espiritual y que funda su raíz en Cristo. 
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 “El Estado está al servicio de la persona 

humana y su finalidad es promover el bien común, 

para lo cual debe contribuir a crear las condiciones 

sociales que permitan a todos y a cada uno de los 

integrantes de la comunidad nacional su mayor 
realización espiritual y material posible, con pleno 

respeto a los derechos y garantías que esta 

Constitución establece”. (Decreto 100, 17-09-2005, 
Art. 1°, Constitución Política de la República). 

 

Como se puede observar, no obstante el 

lineamiento para contribuir a la mayor 

realización espiritual y material posible, el 

párrafo anterior no encuentra en el resto del texto 

de nuestra carta fundamental referencias respecto 

de la forma en que se promoverá el bien común. 

No hay mención de conceptos como mercado, 

desarrollo institucional, modernización del 

Estado, sostenibilidad, largo plazo o seguridad 

energética; el concepto equidad es mencionado 

sólo como criterio de manejo de inversiones y 

presupuestos para inversiones regionales en 

relación a la Ley de Presupuestos (Art. 115), pero 

no como un atributo de la economía toda que 

involucre tanto a los actores públicos como 

privados. En suma, la carta fundamental omite 

conceptos y no asigna, a los medios esenciales 

para su mayor realización, la misma jerarquía que 

a los principios que dice seguir.  

Los seres humanos se mueven por 

intereses y no es preciso ser filósofo para notar 

aquello, puesto que desde un modesto trabajador, 

profesor, político o empresario hay una necesidad 

de seguridad y certeza que se intuye debe ser 

satisfecha a mínimo costo. Como sociedad, en 

este esfuerzo por alcanzar la mayor realización 

material posible, hemos abrazado la idea de 

mercantilizarlo todo en estos últimos 30 años e 

imperceptiblemente se ha elevado casi a 

categoría de convicción religiosa la creencia que 

de la mano invisible del mercado se consigue una 

correcta asignación de los recursos y un justo 

precio de los bienes que se transan.  

Sin embargo, sólo observamos una 

porfiada y creciente inequidad, concentración de 

la riqueza, altas tasas de interés del dinero, 

sucesivos esfuerzos regulatorios y legislativos de 

corto alcance, entre otros; todo ello, ante los ojos 

 

 
 

La crisis energética 

como crisis del 

Estado 
 

 

Hernán Salazar Z. 

“…en base a una doctrina de 

Estado subsidiario en varios 

sectores, incluyendo el del sector 

eléctrico, con justificada razón 

llega el observador a cuestionarse 

acerca de la eficacia del Estado de 

Chile” 

 

El Estado en el Siglo XXI 
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de un Estado lento e ineficaz para introducir 

medidas correctivas de mayor alcance, o neutro 

en el mejor de los casos.  

Así, como economía capitalista y liberal 

hemos llegado a ser singulares en el orbe 

quedándonos sin la posibilidad de compararnos 

con otras realidades para confirmar la calidad de 

las decisiones de gobierno, tales regulación en 

recursos hídricos concedidos a perpetuidad, tasas 

de interés de hasta 50% anual, empresas que 

financian las campañas políticas, o un Estado 

chileno que no puede intervenir como actor 

productivo en el sector energía eléctrica en 

igualdad de condiciones empresariales, pero que 

sí permite a otros Estados hacerlo en nuestro 

país.     

En el caso del sector eléctrico, con la 

generación, transmisión y distribución en manos 

del sector privado, la situación es aún más 

precaria pues se observa una creciente 

discrecionalidad política en materias de 

aprobaciones y autorizaciones, lo que 

evidentemente deteriora la certeza jurídica que 

presumimos nos diferencia en el desempeño de la 

región.  

 

En nuestro país, no basta tener permisos 

ambientales otorgados por la institucionalidad, es 

el Presidente de la República quien en definitiva 

decide intervenir si un proyecto es viable o no, o 

si el lugar es adecuado para instalarlo. Es posible 

que las razones para ello sean políticas, o 

también debidas a falencias en el ordenamiento 

territorial y brechas enormes entre el bienestar 

económico y desarrollo entre Regiones, aspecto 

que nuestro Sistema de Evaluación Ambiental 

tampoco puede mitigar.   

Como resultado, hoy Chile tiene en el 

sector eléctrico sólo actores privados que generan 

la energía de mayor costo en la Región; una 

matriz energética desadaptada con creciente 

huella de carbono; proyectos postergados o con 

barreras; un Estado débil sin una política 

energética sostenible y consagrada por Ley que 

impulse la competitividad y seguridad, por lo que 

es incapaz de producir cambios que beneficien a 

toda la población y esta actividad productiva con 

una perspectiva de largo plazo.  

Reina el cortoplacismo, prueba de ello es 

que cada cuatro años se continúa intentando 

fórmulas de corto plazo amparadas en promesas 

políticas frágiles y volátiles, o impulsando 

sofismas económicos ineficaces que nacen en 

grupos de activismo radical o lobbistas para 

intentar resultados que se supone favorecen el 

bien común, lo que pone en evidencia – junto a la 

discrecionalidad política - que el sector energía 

en Chile resulta ser el negocio más politizado y 

expuesto a los forcejeos de grupos de interés.  

 ¿Cuál es el motivo del porqué 

nuestra clase política no ha sido capaz de 

anticiparse a este estado de cosas y promulgar 

una política de Estado en energía? 

 ¿La discrecionalidad política que 

se ejerce desde un régimen presidencialista en 

una economía crecientemente compleja y 

dependiente de coyunturas globales, es una sana 

práctica a costa de la certeza jurídica?  

 ¿La actual Comisión Nacional de 

Energía regula un mercado de contratos. Con su 

dependencia del Ejecutivo, posee la 

independencia necesaria con arreglo a criterios 

técnicos para diseñar un sector eléctrico 

competitivo, sostenible y que beneficie a todos 

los usuarios?  

 ¿Esta religiosa condescendencia 

con el principio de subsidiaridad del Estado que 

extingue toda posibilidad de pragmatismo para 

corregir en nombre del bien común y alejándose 
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de la neutralidad, en rigor hace justicia al 

concepto de Estado laico? 

No esperemos que el mercado responda 

estas preguntas, pues éste busca la eficiencia 

económica de los actores económicos donde cada 

uno vela por su interés y no sabe de bien común, 

sólo de intereses. No es casual la afirmación de 

Thomas Pikkety respecto del capitalismo, que 

durante el siglo pasado ha dejado en evidencia 

que “la concentración y el rendimiento de la 

riqueza tienden a aumentar por sobre el 

crecimiento de la economía, es decir, los ricos 

son cada vez más ricos mientras el resto de la 

población gana cada vez menos” (El Capital en 

el siglo XXI).  

Al margen del progreso económico 

conseguido después del regreso de la democracia, 

en base a una doctrina de Estado subsidiario en 

varios sectores incluyendo el del sector eléctrico, 

con justificada razón llega el observador a 

cuestionarse acerca de la eficacia del Estado de 

Chile – con sus tres poderes - para producir 

oportunamente correcciones a su 

institucionalidad republicana cuando el mercado 

no resuelve materias esenciales y en las cuales se 

asegure en los distintos sectores de la economía 

la necesaria gobernabilidad, justicia y equidad 

para sus integrantes.  

Nuestra carta Fundamental no puede 

prever que las virtudes republicanas de su élite 

política sean omnipresentes y, por lo mismo, el 

Estado debe prever los mecanismos de corrección 

más allá de los gobiernos de turno y asegurar una 

oportunidad para la razón y la ciencia en estas 

cuestiones tan trascendentes para el desarrollo.  

Responder las preguntas anteriores nos 

conduce a la certeza que la crisis que vive el 

sector eléctrico nacional es estructural y la 

solución efectiva del problema, pasa por un 

adecuado diagnóstico. Hace poco más de un año 

exponía el resultado que arrojó la Comisión 

Asesora de Desarrollo Eléctrico (CADE) 

formada en 2011 y recomendara cursos de acción 

para superar las trabas al m desarrollo que se 

habían instalado en el sector bajo el peso de 

factores de público conocimiento y sobre-

diagnosticados.  

 

Organigrama Comisión Nacional de Energía 
 

Paralelamente, y como contrapartida 

ideológica espontánea de la sociedad, la llamada 

Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria 

(CCTP) también se dio a la tarea de elaborar una 

propuesta al respecto, que entregó 11 días antes 

que la mencionada Comisión. Mientras el CADE, 

entre otros, puso atención en la necesidad de 

incrementar la competencia en el mercado de la 

generación, removiendo las barreras que afectan 

a nuevos entrantes – es decir continuar 

reforzando la dinámica del modelo a pesar del 

chirrido de sus engranajes – la CCTP señaló en lo 

principal que la concentración en generación en 

un 100% gestionado por privados, es uno de los 

principales problemas del sector causando altos 

precios, una matriz de generación poco diversa, 

“desadaptada y sucia”, etc.; consecuentemente, 

invita a potenciar el Estado en su función de 

planificación y a democratizar el sector con la 

incorporación de nuevos actores acentuando la 

presencia de las ERNC con cierto blindaje 

contractual a su oferta y pidiendo dinamizar la 

eficiencia energética. O sea, sin entrar en detalles 

de cómo reducir la concentración y reinventar el 

rol de Estado, recomienda medidas correctivas 

que responden más bien al síntoma, de alcance 

limitado y sin evolución institucional que emule 

otros países que lo hacen mejor que Chile. 

Ambos, el CADE y la CCTP parecen no 

ver que en un sistema dinámico en que se 

transfiere la carga del problema a soluciones 

sintomáticas en que todo parece mejorar sólo por 

un tiempo, o bien sólo intensificando el proceso 

que acentúa libremente la dinámica de creación 
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de valor del sector 100% privado, solo se 

consigue agravar la situación en el largo plazo, 

con lo que aumenta el costo a la espera de la 

solución fundamental. Dicho cuadro, 

lamentablemente, ha seguido dominando la 

escena con el actual gobierno y reafirmando lo 

antes dicho, ya que no obstante contar con más 

de 50 empresas generadoras los precios no 

bajarán a pesar de la promesa de gobierno por 

disminuirlos y sin contar con medios efectivos 

para tal finalidad pues no hay interés por la 

cantidad necesaria de energía de base y con 

recursos competitivos y soberanos, como lo es la 

hidroelectricidad convencional.  

Además, se ha intentado disminuir el 

precio de la energía con más voluntarismo que 

ciencia pretendiendo buscar el auxilio en el gas 

natural, que se suma a una creciente 

carbonización de la matriz y mayor dependencia. 

Es interesante notar que cerca del 85% de la 

producción mundial de combustibles fósiles está 

en manos de empresas estatales; ello explica por 

qué cuando la clase política intenta abordar la 

solución de un problema energético busca 

solución en sus pares en base a fósiles y solo en 

la perspectiva de la duración de su mandato. 

Chile no es una excepción a esta regla que 

continúa sepultando la utopía de Kioto y las 

posibilidades de disminuir el impacto de las 

emisiones de CO2. 

 

Es oportuno también reflexionar respecto 

de cómo el Estado ha resuelto su relación con los 

pueblos originarios, dimensión humana que 

frecuentemente ha colisionado con los proyectos 

de energía. En efecto, Australia, Nueva Zelandia, 

Canadá, Brasil, Estados Unidos, entre otros, son 

sociedades que han sabido resolver en casa sus 

diferencias históricos sociales con sus etnias;  

Chile tomó un camino diferente pues se acogió a 

la Convenio Nro. 169 de la OIT (sobre pueblos 

indígenas), lo que implica una cierta entrega de 

soberanía pues se pone a disposición  de un 

órgano externo al Estado soberano para resolver 

asuntos internos.  

Además, esto impone obligaciones al 

Estado en lo que concierne a evaluar previamente 

el impacto ambiental que potencialmente produce 

un proyecto a los intereses de los pueblos 

originarios y se obliga a consultarlos 

formalmente, lo que debe ser tenido en cuenta 

para la respectiva resolución de calificación 

ambiental; es decir, el Estado como poder 

concedente, ahora en asuntos de proyectos de 

energía tiene un involucramiento más complejo 

en asuntos sociopolíticos y con alcance 

internacional.  

Es por todo lo anterior que nuestra última 

oportunidad para alejarnos de esta crisis que 

afecta al sector dando solución integral a las 

causas del problema, es que el Estado de Chile 

evolucione hacia una Agencia de Energía 

autónoma o semi-autónoma, que ponga a 

disposición del país reflexión serena y 

conocimiento especializado en el mismo espíritu 

que se inspira el banco Central. Si bien la 

privatización plena del sector ha significado una 

reducción del alcance de las funciones del 

Estado, se requiere asimismo mercados activos y 

un elevado grado de capacidad estatal. La 

pregunta que se hacía Francis Fukuyama: “desde 

el punto de  vista de la eficiencia económica, ¿es 

más importante reducir el alcance del Estado o 

aumentar su fuerza?” (La construcción del 

Estado, 2004). 

es del todo pertinente en nuestro caso, 

pues en su experiencia, se ha demostrado que la 

fuerza de las instituciones estatales es, en 

términos generales, más importante que su 



Revista Iniciativa Laicista Página 20 
 

alcance puesto que existe una significativa 

correlación positiva entre el PIB per cápita y el 

porcentaje del PIB consumido por los gobiernos 

en una gran variedad de países. 

La crisis del sector eléctrico es ni más ni 

menos que una crisis en el proceso de 

construcción del Estado chileno, ya que nuestra 

sociedad parece desconocer que la democracia 

constituye tanto un objeto de desarrollo en sí 

mismo como una herramienta para el crecimiento 

económico, especialmente en un sector que 

reclama una institucionalidad más inclusiva para 

todos los ciudadanos; que aporte gobernabilidad, 

equidad y justicia, aspectos que en el sector están 

sin solución y escasa perspectiva de largo plazo.  

Tenemos un Estado sin fuerza para llevar 

las cosas a su centro y equilibrar todos los 

intereses en pugna, pues no tenemos una entidad 

que garantice independencia de juicio a todos los 

intervinientes y nos guíe en el tiempo en una 

materia que alcanza sus soluciones con 

excelencia sólo mediante una visión de largo 

plazo. Prueba de las debilidades actuales del 

Estado, es el tensionamiento que hay entre los 

tres poderes del Estado, cuando se conceden 

permisos de acuerdo a la institucionalidad y no 

obstante ser ratificado por los tribunales 

finalmente son denegados; o bien, cuando se 

produce una judicialización intensa que todo lo 

abarca y la legislación vigente no puede resolver 

en base a una Ley que forme parte de una política 

de Estado.  

Chile no cuenta con una Agencia 

Nacional de Energía Eléctrica (del tipo agencia 

regulatoria independiente), tal como lo tienen 

otras regulaciones extranjeras que han aprendido 

a manejar viejos problemas mediante una 

variedad de opciones, tales como: 

 Ausencia de Agencia reguladora y 

todo en manos de los tribunales. 

 Agencia dentro de la estructura del 

sector,  

 Agencia incorporada al ministerio 

del sector; 

 Agencia semi-autónoma, o 

 Agencia totalmente autónoma. 

 

Ejemplos de regulación por este 

mecanismo hay muchos. Sólo en nuestra región 

latinoamericana hay varios vecinos con Agencias 

de Regulación en Energía con suficiente 

autonomía tales como México, Brasil, Colombia, 

Perú, lo que les ha permitido aprovechar sus 

recursos naturales con mayor fluidez social y 

política, en base a un modelo de desarrollo con 

planificación racional y Concesiones que brinda 

mayor sostenibilidad y acceso a menores costos 

de la energía, permitiendo a los actores privados 

conseguir remunerar sus inversiones 

adecuadamente y sin que el Estado sea un 

obstáculo. De hecho, empresas privadas del 

sector eléctrico que operan en Chile también son 

capaces de realizar buenos negocios en esos 

escenarios, especialmente aquellas compañías 

europeas que conocen de regulación autónoma en 

el viejo continente. 

 
Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria (2011) 

 

En la gráfica siguiente se resume de 

forma simplificada la funcionalidad que provee 

una Agencia de regulación independiente, 

armonizando los tres poderes del Estado y en 

base a un horizonte de independencia 

administrada por una Ley que establezca una 

política de Estado en Energía, aspecto de vital 

conveniencia para la estabilidad de las 

inversiones y coherencia de los gobiernos de 

turno en sus programas de gobierno. 
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Chile tiene una deuda pendiente con su 

Estado, cual es de dotarlo con los medios y 

capacidades de autocorregirse cuando el mercado 

afecta la gobernabilidad, equidad y justicia de la 

dinámica del sector energía. En esta condición – 

con la discrecionalidad política dominando el 

escenario sectorial - la energía no bajará de 

precio pues los inversionistas estarán sumergidos 

en un clima de riesgo y sin perspectivas de largo 

plazo.  

Un regulador independiente que detente 

responsabilidades compartidas y separadas de los 

Ministerios competentes en el sector energético 

sin duda fortalecerá la certeza jurídica para todos 

los actores y grupos de interés, especialmente del 

Poder Legislativo y Judicial que hoy no cuentan 

con un órgano independiente que les asesore y 

asista en estas complejas materias.  

Lo anterior, en virtud de su poder 

sancionador y de arbitraje, además de 

atribuciones ejecutivas como el establecimiento 

de las condiciones de acceso a la red, los peajes y 

las tarifas finales con arreglo a criterios 

racionales y en equilibrio con la seguridad y 

confiabilidad de la industria.  

El actual gobierno 

ha anunciado que se 

promulgará una Ley que 

establezca los lineamientos 

de una política de Estado 

en materia de Energía; sin 

duda es una oportunidad no 

sólo para restablecer las 

condiciones de un modelo 

más inclusivo y eficiente, 

sino que también para crear 

una Agencia de Regulación 

de Energía Eléctrica 

independiente (autónona o 

semi-autónoma) que pondrá 

a prueba la capacidad de 

nuestros legisladores y 

autoridades políticas, por 

cuanto dicho esfuerzo 

reclamará las mejores 

virtudes republicanas para 

deponer los intereses personales y dar una 

oportunidad a las vocaciones de algún estadista. 

Una Ley que contenga una política de Estado en 

materia de Energía requiere de una 

institucionalidad específica y los órganos 

adecuados para que se cumpla su finalidad y 

objetivos, especialmente en el largo plazo, y una 

Agencia de Energía con la autonomía suficiente 

puede garantizar dicho propósito. 

En un momento que nuestra coyuntura 

política ha puesto en discusión la relación del 

dinero con la política, también será oportuno 

analizar la conveniencia de aplicar el modelo de 

otros países para financiar la mencionada 

Agencia Nacional de Energía Eléctrica mediante 

el aporte directo de las empresas de generación, 

transmisión y distribución.  

Siempre será mejor que éstas aporten a 

una entidad laica, profesional, independiente y 

colegiada, en vez de financiar campañas políticas 

de futuros legisladores responsables para 

conseguir la mayor realización espiritual y 

material posible de la comunidad nacional, que 

no cuentan con un órgano consultivo respetable y 

especializado en energía eléctrica que les ayude. 
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El agua, uno de los cuatro elementos 

básicos de la naturaleza, junto al aire, la tierra y 

el fuego, conforman  sostienen y afirman el 

devenir de la existencia de los seres humanos 

considerados individualmente y en sociedad. 

Como tal, siempre ha estado asociada a 

conflictos, ya sea por la disputa por su dominio, 

su valor estratégico, por ser un insumo vital para 

la existencia, para el desarrollo, el turismo, la 

recreación  e incluso en el arte. El valor del agua, 

bajo ciertas circunstancias, tienen valor infinito y 

solo se le compara al del aire. 

 

La realidad chilena 

 

En nuestro país, por el asiento territorial 

en el planeta, su presencia varía dramáticamente 

de Norte a Sur. Los diferentes regímenes de las 

precipitaciones, las también distintas amplitudes 

térmicas  y las variadas formas de la demanda y 

su distribución espacial, configuran  

características que hay que considerar a la hora 

de pensar el qué, el cómo y el cuánto de su 

oferta, administración, distribución y asignación 

del dominio, léase propiedad. Todo ello sin 

mencionar parámetros de calidad, origen, uso, 

alternativas de reciclaje y precios. 

Desde una perspectiva de Estado, como 

para administrar cualquier bien  de uso o 

consumo público, hay que preguntarse acerca de 

los puntos cardinales: legislación, 

institucionalidad, políticas, cultura y ética. 

Abordaré resumidamente, y no necesariamente 

en el mismo orden, los conceptos y principios 

generales, par a esbozar el estado del arte, para 

plantear algunas líneas gruesas que pueden 

orientar el papel del Estado hoy, en Chile.  

En un país legalista, tanto como 

elusionista (permítaseme el término), no 

podemos entender nada sin tener a la vista la 

legislación, su génesis y desarrollo histórico y 

orientación. 

 

El Código de Aguas 

 

Chile es un país único en el mundo en 

cuanto a la liberalidad con que trata el recurso 

 

 
 

 

Rol del Estado en 

los recursos hídricos 
 

 

 

Jaime Torreblanca B. 

 

“…se hace evidente que en este 

ámbito, el Estado no ha asumido 

el rol que le corresponde en 

cuanto cautelar los intereses de 

los ciudadanos, el bien común o 

general” 

  

El Estado en el Siglo XXI 
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agua. Nótese que recién aplico el término 

“recurso” pues ese es el único enfoque que se le 

aplica en el Código de Aguas: un Bien Nacional 

de uso Público, transable y regulado por el 

mercado. Todo ello está consagrado en el 

“Nuevo Código de Aguas” que empezó a regir el 

29 de Octubre de 1981, como reconoce la 

Editorial de El Mercurio del 1º de Noviembre de 

1981, “después de un trabajoso proceso 

legislativo”.  
 

 
 

Se reconoce como la mayor importancia 

de este instrumento jurídico el que sustituye 

completamente al anterior (que databa de fines de 

los años sesenta) y que establece “un derecho real 

de dominio sobre el aprovechamiento de las 

aguas de riego”. En “Nuevo código…” es en sí el 

parto del cual nace “el mercado de las aguas de 

riego en el cual ellas puedan asignarse 

eficazmente para sus usos más rentables”.  

En realidad esta legislación, pensada y 

mirada con los ojos del mercado, y palpitando al 

ritmo del agro, también se ocupa de resolver los 

obstáculos que existirían de mantenerse la 

legislación anterior, y como la idea no era 

cambiar la institucionalidad, se le cambió el rol.  

Dice el citado Editorial “lo que antes sólo 

podía realizarse a través de engorrosos trámites 

en la Dirección General de Aguas…ahora pasa a 

ser materia de acuerdo o transacciones entre 

particulares.” Y para que no queden  dudas, 

remata con “El nuevo código consagra normas de 

bastante flexibilidad para permitir la captación de 

aguas, el transporte de las mismas por cauces y 

predios ajenos y, en fin, otras destinadas a 

facilitar el mejor uso de este importante recurso 

de nuestra agricultura”.  

Aunque a la Dirección General de Aguas 

(DGA)  le cambia radicalmente la orientación y 

poder de decisión en la asignación del recurso 

deja subsistentes algunas atribuciones operativas, 

para el funcionamiento del mercado.  A las 

organizaciones de usuarios, agricultores, se le 

ampliaron las  facilidades para constituirse y 

ejercer como tales. Así, las  Asociaciones de 

Canalistas pasaron a gozar de personalidad 

jurídica. 

La resolución de controversias en muchos 

casos queda  centrada en otros cuerpos legales, 

así,  los juicios sobre constitución, ejercicio y 

pérdida de aprovechamiento de aguas son 

remitidas al Código de Procedimiento Civil, y los 

desacuerdos entre el expropiado y el asignartario 

o adquirentes de los predios expropiados por la 

reforma agraria son traspasados a la Justicia 

Ordinaria para que aplique las normas del Nuevo 

Código. 

Estas medidas son vistas por el Diario de 

marras, como  “un avance importante en el 

proceso de modernización del agro chileno y de 

su adecuación a las exigentes condiciones 

impuestas por el esquema de apertura económica 

del país”. 

No se puede sino estar de acuerdo. La 

legislación se adecua al modelo y se aplica 

específicamente al agro. El riego agrícola y la 

mano del mercado están presentes en gran parte 

del cuerpo legal, se puede decir que lo respiran y 

le dan vida,  lo aplican  y  dan seguridad a 

quienes entren al sistema del libre mercado. 

Recién el año 2005, y después de 10 años 

de trámite legislativo, se introdujo algunas 

modificaciones: Cobro de patente a los titulares 

de derechos que no los aprovechen; el  concepto 

de “caudal ecológico” como el mínimo necesario 

para que el ecosistema se recupere 

espontáneamente; y reconoce la interacción de 

aguas superficiales con las subterráneas. 
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Las consecuencias 

 

El resultado de esta revolución, sin 

comillas, pues aunque no le guste a los autores, 

pues no  fue una modificación, sino que  barrió 

con  la legislación existente e impuso otra, sin 

participación de  la sociedad y se ocupó de un 

sector que seguramente necesitaba  tener certeza 

jurídica respecto a sus derechos sobre el recurso, 

pero se dejó  a la vera del camino muchas, 

muchas otras necesidades que puso  en la mano 

visible del mercado: los poseedores de los 

derechos. 

De lo anterior se hace evidente que en 

este ámbito, el Estado no ha asumido el rol que le 

corresponde en cuanto cautelar los intereses de 

los ciudadanos, el bien común, o general. Para 

decir la verdad, ha sido un regalo para algunos 

privilegiados, del gobierno militar y la derecha 

política, que formuló un Código a la medida, 

inconcebible en un sistema democrático. Sin 

embargo, los gobiernos democráticos tampoco ha 

cambiado la situación, limitándose a lo más, a 

algunas reformas, que mejor deberían llamarse 

“correcciones”, puesto que el paradigma se 

mantiene incólume,  a pesar de todos los cambios 

habidos en el país.  

Más allá de las incoherencias del Código 

con la realidad social, política y cultural, está el 

deterioro de la administración de los recursos 

hídricos en el país, que en muchos casos se puede 

definir como una vergüenza, que se suma a la 

otra vergüenza,  la génesis y mantención del 

Código tal como existe hoy. Es una gran deuda 

del sistema político. 
 

Algunas proposiciones 
 

Por la carencia de espacio, no vamos a 

profundizar la lamentable gestión del agua por 

parte del  Estado y las transgresiones en que 

incurre el sector privado. Por tanto pasamos a 

considerar dos grandes tareas pendientes del 

Estado: la legislación y la institucionalidad. 

Para el efecto, además de recurrir a la 

experiencia nacional, se incluye conceptos que 

han sido largamente aplicados en el caso español, 

nación que después de superar un autoritarismo 

como el chileno, se dio  a la tarea de repensar 

todo y el año 1985 derogó la Ley de aguas de 

1879 y la sustituyó por una nueva Ley, acorde a 

los tiempos. El producto le ha valido un amplio 

reconocimiento internacional, que nosotros 

podemos sumar a la histórica influencia hispana, 

desde cuando la corona ocupó estas tierras, lo 

que ha sido plasmado en muchos instrumentos 

jurídicos que bien nos han servido como base 

para nuestros desarrollos. 
 

 
 

Nueva Legislación 
 

Primero: Hoy se requiere un Nuevo 

Código de Aguas que asuma la diversidad 

hidrológica, geográfica, territorial, económica, 

cultural del país. Un Código que refleje ya en su 

gestación, los valores democráticos, solidarios y 

de equidad con participación de la sociedad  

según el papel que tiene respecto al recurso. 

Conceptualmente, este Código debe 

sostenerse en la viga maestra que es la 

declaración de las aguas continentales 

superficiales, como Bien Nacional de Uso 

Público, que en el actual Código existe en el Art. 

5º, como letra muerta, pues en los hechos el resto 

de la legislación le niega ese atributo.  

Segundo: El Código debe ser seguido de 

un Reglamento. 

Tercero: Definir una  gestión  pública del 

agua  compatible con la ordenación territorial con 

respeto a la unidad de cuenca hidrográfica, la 

conservación y protección del medio ambiente. 

Un primer esquema podría abarcar las diferentes 
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zonas hidrológicas y características de la 

demanda. En un primer esbozo, tendría sentido 

una división por zonas aproximada a las 

diferentes Regiones administrativas: 1ª Arica, 

Iquique y  Antofagasta; 2ª Atacama y Coquimbo; 

3ª: Valparaíso, Metropolitana y Bdo. O´Higgins; 

4ª Maule y Concepción; 5ª Araucanía, Los Ríos y 

Los Lagos; 6ª Carlos Ibañez del campo y 

Magallanes; 7ª Antártica Chilena. Los límites  y 

peculiaridades de cada Zona Hidrológica debería 

ser definida después de sendos estudios de las 

cuencas, sus regímenes, balance oferta-demanda 

y considerando además, lo que los actores de 

cada zona planteen. 
 

Nueva Institucionalidad 
 

Cuarto: Incluir para cada Zona 

Hidrológica la institución de Administración de 

Cuencas Hidrográficas, para que coordine a los 

actores de las cuencas, con debida y proporcional 

representación de cada sector y para ejerzan las 

funciones operativas que actualmente tiene 

asignadas la DGA para que cumpla un rol 

técnico-operativo para todas las aguas 

superficiales y subterráneas, ejerciendo funciones 

de registro y control del recurso, entre otras. 

En este punto es oportuno señalar que esta 

idea, en general no e del gusto del mundo 

político, por la aparente disminución del poder 

que se concentra en un sector preferentemente 

técnico y porque se superpone a la 

administración regional. Lo cierto es que estos 

criterios son verdaderos diques que han impedido 

el desarrollo en la administración del territorio y 

los recursos naturales, por el aparente miedo al 

conflicto, a veces como auténtica ignorancia y 

otras como manto de la ambición. 

Quinto: Incluir la  Planificación 

Hidrológica, que asigne el recurso según la 

jerarquización de la demanda, empezando por el 

agua para el consumo humano en cantidad y 

calidad,  teniendo como principales objetivos la 

satisfacción de las diferentes demandas, 

incrementando  las disponibilidades del recurso y 

protegiendo su calidad, economizando su empleo 

y racionalizando sus usos en armonía con el 

medio ambiente y los demás recursos naturales. 

Dicha planificación debe estar respaldada por los 

instrumentos jurídicos y administrativos que 

amerita para que sea cumplida. 

Integración de las aguas continentales 

superficiales así como las subterráneas 

renovables en el ciclo hidrológico, y 

subordinación de las mismas aguas al interés 

general. 

Gestión de la calidad del agua no solo 

para evitar la contaminación, sino que además 

fomentar el mejor estado del recurso, mediante la 

recuperación de ríos o acuíferos. 

Sexto: En la institucionalidad, 

reestructurar la Dirección General de Aguas, para 

que administre las aguas y las obras que son de 

interés general y sea el ente nacional que vincula 

a las organizaciones de las administradoras de 

cuencas. 
 

 
 

Palabras finales  

  

Este escrito tiene afirmaciones sostenidas 

en la realidad existente en la administración de 

los recursos hídricos en Chile, vista con una 

perspectiva de equidad y modernidad, si esto 

último significa estar al día de las experiencias en 

las que se aprende del pasado, y no  se vive 

cautivo de él. 

Segundo, para mejor entender las 

proposiciones, hay que remitirse a la experiencia 

española y los múltiples documentos existentes, 

comenzando por la Ley de Aguas.  
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Introducción 

 

El Programa de Gobierno de la Presidenta 

Michelle Bachelet (para el período 2014- 2018), 

contempla como uno de sus elementos 

esenciales, el diseño e implementación de una 

Reforma Educacional. Tal reforma pretende 

abarcar todos los niveles que comprende el 

sistema educativo chileno: parvulario, primario, 

medio y superior.  

A la vez, sus pilares y principios, desde 

un punto de vista axiológico, vienen a establecer 

un verdadero cambio de paradigma de política 

pública en este ámbito: Después de más de treinta 

años de subsidiariedad, se propone que el Estado 

retome un rol protagónico en la Educación de 

nuestros niños  y  jóvenes. 

A lo largo de este trabajo, presentaremos 

de manera sinóptica y descriptiva, los rasgos 

esenciales que tendría esta propuesta de Reforma, 

y a la vez, llevaremos a cabo un análisis técnico 

de dicho contenido, desde un punto de vista de 

política pública. 
 

Un asunto que se incorpora a la Agenda 
 

La educación como asunto de política 

pública, se incorporó a la agenda gubernamental, 

en los albores del siglo XX, cuando el Estado 

Social comenzaba a configurarse en Chile. Y lo 

hizo a través de la promulgación de la Ley de 

Instrucción Primaria Obligatoria, propuesta por 

librepensadores y progresistas, que logró abrirse 

paso, no obstante la férrea oposición que durante 

décadas llevaron a cabo las fuerzas políticas 

Conservadoras, que veían como un peligro para 

el mantenimiento de su hegemonía, la apertura de 

los espacios educativos a todos los niños del país. 

A partir de ese momento, y a lo largo de 

gran parte del siglo XX, el Estado asumió un rol 

esencial en la ampliación de la cobertura 

educativa. La fundación de Escuelas públicas a lo 

largo y ancho del país, fue el motor esencial que 

permitió materializar la cobertura educativa 

universal en el nivel de los estudios primarios, 

ámbito que fue ampliándose paulatinamente a 

través de la creación de los Liceos públicos, 

destinados a la enseñanza secundaria. 

 

 

La Reforma 

Educacional 

Chilena 
 

Luis Pinto Faverio 

“… de lo que se trata, es de lograr 

un verdadero nuevo pacto político 

social en torno a la educación, 

que sea capaz de trascender a este 

gobierno y que tenga una mirada 

suprapartidaria”. 
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Cabe señalar en este contexto, que las 

Escuelas y los Liceos, por su naturaleza, 

constituyeron espacios de integración social, en 

el que coexistían niños y jóvenes de diferentes 

estratos sociales. Al no existir prácticamente 

establecimientos privados (salvo excepciones), 

estas instituciones cumplían por tanto no sólo un 

importante rol en materia educacional, sino que a 

la vez generaban espacios de cohesión social y 

espíritu colectivo. 

Sin embargo, este enfoque público e 

integrador en materia educativa, vería su abrupto 

fin a partir de las reformas de corte neoliberal 

introducidas por la fuerza, desde alrededor de 

1980. Fue particularmente la reforma educativa 

de aquellos años, impulsada por la dictadura 

militar, la que vino a sentar las bases y a 

configurar el devenir de la educación chilena 

durante estos últimos treinta años. 

En este sentido fueron dos los aspectos 

centrales que marcaron esta reforma: la 

aplicación del principio de subsidiariedad y la 

creación de un cuasi-mercado en materia 

educacional. El primero, implicó una inédita 

apertura a la acción de los privados en esta 

materia, a la vez que el Estado comenzaba su 

repliegue dentro de ella. Esta situación quedó 

cristalizada tanto en la Constitución de 1980, 

como en la Ley Orgánica Constitucional de 

Educación aprobada durante el mismo gobierno 

de facto. 

El segundo aspecto esencial, derivado del 

anterior, fue el intento de generar un cuasi-

mercado en materia educativa, y por lo tanto la 

aplicación de la “Ley de la Oferta y la Demanda” 

y de la competencia entre “oferentes” de 

servicios educativos, en un sector que había 

funcionado con la lógica del bien común y de la 

provisión de servicios educativos 

independientemente de la capacidad de pago de 

las familias. 

A partir de los cambios anteriores y de la 

lógica con la que funcionó la acción del Estado, 

se multiplicó, especialmente en la década del 

noventa, la oferta de establecimientos privados 

que recibían subvención estatal, en virtud de la 

matrícula y de la asistencia de sus estudiantes. El 

incentivo, pues, para los establecimientos 

educacionales, era atraer el mayor número 

posible de estudiantes y asegurar la asistencia 

regular a clases de tales alumnos. Esto derivó 

muchas veces, en la implementación de 

estrategias publicitarias, que no se centraban en 

la calidad del proyecto educativo necesariamente, 

sino que buscaban atraer familias en virtud de 

elementos accesorios, que apelaban a cierto 

status simbólico legitimado en los espacios 

comunitarios de estratos socioeconómicos bajos 

y medios-bajos: como el uso de uniformes 

distintos al tradicional o nombres de colegios con 

un cierto aire anglosajón, pero que estaban muy 

lejanos de ser realmente bilingües.  

Cabe señalar adicionalmente, que a los 

establecimientos particulares subvencionados, a 

diferencia de los municipales, les era permitido 

establecer barreras a la entrada, es decir, 

seleccionar a través de diferentes mecanismos, a 

los estudiantes que se incorporarían a sus aulas. 

Se generó a partir de esto un primer tipo de 

segregación. Los “niños problema”, ya fueran por 

causa familiar, educativa, conductual o de salud, 

quedaban “relegados” a los establecimientos 

municipales, que contrario sensu, tenían la 

obligación de aceptar a todo niño o niña que 

solicitara su matrícula. 

 

Un segundo tipo de segregación muy 

importante de tener en cuenta, fue el que generó 

la implementación durante la década del noventa 

de un sistema de copago. A través de este 

mecanismo, denominado “financiamiento 

compartido”, se permitió que de manera 
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discrecional, cada establecimiento fijara un 

arancel que debía ser pagado por las familias, 

como un complemento a la subvención del 

Estado. Así pues, quedó consagrado con esta 

medida, una diferenciación brutal por capacidad 

de pago de las familias, con consecuencias 

nefastas en materia de convivencia social. 
 

La Revolución Pingüina y la Demanda 

Universitaria por Educación Pública, Gratuita 

y de Calidad 
 

En los últimos diez años, fueron dos los 

hechos que vinieron a influir de manera 

significativa en que dentro de la agenda 

ciudadana y gubernamental, la revisión crítica del 

tema educación se volviera una prioridad. Me 

refiero a la Revolución Pingüina de 2006 y al 

movimiento universitario del 2011. 
 

 

En el primer caso, fueron los estudiantes 

secundarios los que a través de sendas 

movilizaciones sociales, lograron que el gobierno 

de la época se viera obligado a crear mecanismos 

que permitieran canalizar sus demandas, que 

centralmente apuntaban a la derogación de la Ley 

Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE), 

uno de los enclaves autoritarios aún vigentes en 

aquel momento. 

El movimiento universitario del 2011, en 

tanto, protagonizada principalmente por 

estudiantes universitarios (probablemente los 

mismos que cinco años antes habían tomado 

parte del movimiento pingüino), planteó como 

reivindicación esencial, el tema de la calidad y de 

la gratuidad de la Educación chilena en todos sus 

niveles. Aquí, bajo el lema “Educación pública, 

gratuita y de calidad”, se puso en cuestión el 

lucro que primaba en muchas entidades 

educativas, contrariamente a lo dispuesto por la 

legislación chilena, a la vez que se propugnaba 

que el Estado reasumiera una responsabilidad 

central en este ámbito.  

En otras palabras, lo que buscaba este 

masivo movimiento estudiantil era abandonar la 

lógica de mercado, que consideraba a la 

educación como un bien de consumo y que en su 

reemplazo, comenzará a considerársele como un 

derecho social, cuyo acceso, financiamiento y 

calidad debía ser garantizado por el Estado. Es 

más, muchos especialistas en temas 

educacionales llegaron a plantear, en el mismo 

sentido de lo manifestado por los estudiantes, que 

en Chile se vivía un verdadero apartheid 

educacional, que segregaba social y 

espacialmente y que reproducía en buena medida 

la desigualdad existente en Chile. 

Es en este contexto entonces, y luego de 

algunas modificaciones legales y presupuestarias 

incorporadas por el gobierno del Presidente 

Piñera, pero que no tocaban la esencia del 

modelo educativo chileno, que el gobierno de la 

Presidenta Bachelet plantea la necesidad de llevar 

a cabo una “Reforma de fondo” (cito palabras 

textuales de su programa de gobierno) en materia 

educativa, que incluya todos sus niveles, y que 

venga a modificar los pilares y principios en los 

que se ha venido sustentando la política pública 

chilena en este ámbito. 
 

La Reforma Educacional en su propuesta 

original 
 

Basamos este acápite en el Programa de 

Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. Se 

han omitido las comillas para facilitar la fluidez 

de la lectura. 

El programa del actual gobierno, como ya 

ha sido mencionado, plantea expresamente que 

“la educación chilena del siglo XXI debe estar al 

servicio de nobles ideales, de una sociedad 

fuertemente cohesionada, que supere la 
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segregación social, que promueva la formación 

integral, la inclusión, la solidaridad y la 

democracia como valores centrales para el 

desarrollo nacional y de cada uno de los chilenos 

y chilenas”.  

En este mismo sentido, plantea que el 

Estado, a través de la educación pública, 

desarrollará un rol fundamental en cada nivel 

educacional, garantizando el ejercicio del 

derecho a una educación de calidad, 

fortaleciendo la educación pública, entregando 

garantías explícitas y exigibles a ciudadanos y 

ciudadanas. 

Para ello establece cuatro pilares 

fundamentales en los que se sustentará la 

Reforma: 
 

1) La Calidad Educativa, entendida 

como algo más complejo que la mera selección, 

la exclusión y el entrenamiento para la rendición 

de pruebas estandarizadas como el SIMCE.  

Para ello se propone que todos los 

establecimientos reciban las herramientas y 

recursos necesarios para mejorar la calidad y 

asegurar una efectiva fiscalización, como el 

debido apoyo y acompañamiento. Esto requiere 

que la profesión docente esté dentro de las más 

valoradas socialmente y de las más exigentes, así 

como también entregar el espacio y las 

herramientas necesarias para que los profesores, 

directivos y asistentes de la educación puedan 

desarrollar su labor. 

A nivel de educación superior, esto 

implica el aumento a las exigencias hacia las 

instituciones, a través de mecanismos potentes de 

acreditación, procesos más equitativos de acceso 

y compromisos para reducir la deserción. 

2) Reducción de la Segregación y 

Fomento de la Inclusión a través de la 

eliminación de la selección al ingreso de las 

escuelas. El gran propósito es lograr que el 

proceso educativo llegue a todos los estudiantes, 

les haga sentido y los motive en su propio 

desarrollo.  

3) Gratuidad Universal: Como hemos 

señalado antes, ello implica pasar de la educación 

como un bien que es posible transar en el 

mercado y la competencia como mecanismo 

regulador de la calidad, a un sistema educacional 

coordinado que ofrece a las niñas, niños y 

jóvenes de Chile un derecho social. 

En Chile el nivel socioeconómico al nacer 

sigue determinando el futuro de nuestras niñas y 

niños. El rol del Estado es lograr que el derecho a 

una educación de calidad no dependa de la 

capacidad de pago de las familias y que por lo 

tanto su nivel de ingreso o endeudamiento no 

determine el acceso a la educación y con ello su 

futuro. Disminuir la desigualdad supone que el 

nivel socioeconómico y cultural de las y los 

estudiantes no sea una barrera al acceso, por ello 

la importancia de avanzar hacia la gratuidad 

universal. 

4) Fin al lucro en todo el sistema 

educativo. En Chile la educación ha estado 

dominada por la lógica de mercado, cuyo motor 

es la competencia por alumnos. Esto ha reducido 

la participación del Estado en la provisión, 

limitado las mejoras en calidad y dificultado el 

resguardo de la educación como un derecho. 

Poner fin al lucro sin embargo, no implica 

terminar con el sector particular subvencionado. 

Por ello, el gobierno propone que los padres 

puedan elegir el modelo educativo que quieran 

para sus hijos, pues el Estado seguirá respetando 

la existencia de un sistema mixto, a la vez que 

hace valer el derecho a una educación de calidad 

a cada niña y niño.  

 
Ministro de Educación, Nicolás Eyzaguirre 
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Por ello, todos los recursos que el Estado 

destine a la educación deben traducirse en un 

mejoramiento de la calidad, eliminando la 

existencia de lucro con recursos públicos, lo que 

implica que se dirigirá el financiamiento público 

únicamente a instituciones sin fines de lucro, que 

tengan como único fin la entrega de educación de 

calidad en el marco de un derecho social. 

Paralelamente a los pilares antes 

señalados, existe desde el punto de vista 

axiológico una serie de principios que guían la 

Reforma Educacional propuesta por el gobierno y 

señalados expresamente en el programa. Estos 

son textualmente: 

a) La Educación es un derecho social 

fundamental. La Educación tiene un valor 

público innegable y está a la base de una 

sociedad más justa, democrática y participativa. 

Nuestra sociedad debe abandonar las prácticas 

que han permitido tratar la educación como un 

bien de consumo. 

b) El otorgamiento de garantías 

explícitas para los ciudadanos en materia  

 

 

educativa, respecto de acceso, calidad y 

financiamiento. 

c) El fortalecimiento del rol del 

Estado, como actor activo tanto en la entrega 

directa de servicios educativos, como en una 

estricta fiscalización del sistema. 

d) El fortalecimiento de la Educación 

Pública como motor y sello del proceso de la 

Reforma Estructural. La Educación Pública debe 

fijar los estándares de calidad y tener presencia 

relevante en todo el territorio. Esta es la base y 

herramienta más potente sobre la que se 

construirá el proyecto educativo, la cohesión y la 

integración social. 

e) El sistema educativo debe 

promover la integración y la inclusión social en 

todos los niveles. No podemos olvidar que las 

actuales reglas y normas nos han conducido a ser 

uno de los países cuyo sistema escolar es de los 

más segregados socialmente. El Estado debe 

activamente abordar esta situación. 

f) Poner al centro de las políticas 

públicas el proceso educativo y los aprendizajes. 

Es necesario alinear el proceso educativo con los  
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ciudadanos que deseamos formar, el país que 

soñamos y los desafíos de la enseñanza en todos 

sus niveles y especialmente la de los más 

vulnerables. 

g) La generación de igualdad de 

oportunidades educativas desde la cuna, con 

acciones compensatorias para estudiantes que, 

producto de las desigualdades pasadas, hoy estén 

en desventaja. Las brechas educativas se 

manifiestan desde antes que las niñas y niños 

ingresen al colegio. Las políticas públicas, tanto 

en magnitud de los recursos invertidos como en 

el diseño de instrumentos, deben contribuir a 

reducir y eliminar las brechas sociales. 

h) El carácter global de la Reforma 

Educacional, incluyendo a los niveles Parvulario, 

General y Superior, de manera de integrar y 

cubrir a todo el ciclo de la Educación. 
 

 

La Reforma, sus tensiones y la transformación 

prometida 
 

Instalado el Gobierno de la presidenta 

Michelle Bachelet, en marzo del presente año, 

comienza el proceso concreto de diseño y de 

implementación de la reforma educacional antes 

descrito. Cabe señalar en este punto, que por su 

carácter redistributivo, la educación en tanto 

asunto de política pública, es altamente 

conflictivo. Existen diferentes visiones e 

intereses al respecto de una pléyade de actores 

involucrados.  

 

 

 

 

 

 

 

 

Y para mayor abundamiento, como lo ha 

demostrado la historia de Chile y de América 

Latina en general, las reformas educacionales 

pueden llegar a modificar de raíz el orden social. 

Un destacado artista librepensador, Mario 

Moreno “Cantinflas” lo expresaba con claridad a 

través de uno de sus entrañables personajes, 

cuando, en la película “El padrecito”, acusaba a 

un terrateniente de oponerse a la construcción de 

una escuela en el pueblo, porque con los niños 

educados, a él le iba a ser imposible continuar 

abusando de los pobres.  

Y así mismo pasó en Chile con la Ley de 

Instrucción Primaria Obligatoria a principios del 

siglo XX. Y asimismo pasa hoy por hoy, con las 

propuestas de reforma educacional. Y es que la 

madre de todas las batallas para revertir la 

profunda desigualdad que caracteriza a la 

sociedad chilena, es la transformación profunda 

de nuestro sistema educativo. Sólo ella permitirá 

romper con la segregación y la reproducción de 

un injusto orden social, y posibilitará que 

aprovechemos todos los talentos de nuestros 

niños y niñas, desperdiciados por un 

determinismo social propio de otras épocas. 

Por eso, de lo que se trata, es de lograr un 

verdadero nuevo pacto político social en torno a 

la educación, que sea capaz de trascender a este 

gobierno y que tenga una mirada suprapartidaria. 

En definitiva que con un sólido espíritu país, 

promueva un Chile más igualitario, fraterno y 

solidario. 

 

 

 

 

 
 De Malala a Reyhaned 

 

TEXTUAL 

“Esta reforma no deja indiferente a nadie, ya que a veces pareciera no tener rumbo, o un rumbo 

que pareciera no tener claro de dónde se arranca y hacia dónde se orienta” 

 
Ricardo Ezzati, presidente de la Conferencia Episcopal chilena, en congreso de colegios católicos, los 

más segregados del país. 
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El Premio Nobel de la Paz 2014, ha sido 

conferido de manera compartida a Malala 

Yuosafzai, y al hindú Kailash Satyarthi, como un 

reconocimiento significativo al derecho a la 

educación de los niños. Para el comité encargado 

de definir el galardón de este año, a aquellos que 

han hecho un significativo aporte a la paz, “es 

importante mencionar el punto de que un hindú y 

una musulmana, un indio y una pakistaní, se unan 

en un esfuerzo común por la educación y en 

contra del extremismo”. 

Sin duda, el premio a Malala, está lleno 

de simbolismos. El más importante, ella 

representa el ímpetu de las muchachas que 

aspiran a jugar un rol en su sociedad, a través de 

la educación, rompiendo las trabas que antiguas y 

anacrónicas concepciones religiosas buscan 

mantenerse a través de la violencia, el 

extremismo y reclamaciones integristas y 

fundamentalistas.  

A sus 17 años, es la celebridad más joven 

en haber recibido el Premio Nobel, desde que se 

estableciera este galardón, en sus distintas 

categorías. El comité reconoció, pese a ello, la 

trayectoria en años que Malala lleva defendiendo 

el derecho de las niñas a la educación, “mostrado 

con su ejemplo que los niños y los jóvenes 

también pueden contribuir a mejorar sus propias 

situaciones". "Lo ha hecho bajo las más 

peligrosas circunstancias" y "mediante su lucha 

heroica se ha convertido en una destacada 

portavoz de los derechos de las niñas a la 

educación". 

Su lucha por la educación parte de un 

dato doloroso: el intento de un grupo de talibanes 

en su país natal, Pakistán, de asesinarla. Teniendo 

solo 11 años, comenzó a escribir contra la fatua 

de los talibanes, en el valle del Swat, que 

prohibía a las niñas ir a la escuela. Informes 

hablan de que casi dos centenares de escuelas 

debieron cerrarse y que más de una decena de 

niñas que no obedecieron la norma fueron 

asesinadas.  

Malala comenzó a escribir en el blog de la 

página web de la BBC, denunciando las 

prohibiciones. Escribía con un pseudónimo: Gul 

Makai, y allí relataba los temores que afectaban a 

las niñas, que no podían usar ropas con colores 

 

 

De Malala  

a Reyhaned 
 

 

Katia Villalobos 

 

“…estos ejemplos nos llevan a la 

reflexión   de la enorme 

desigualdad que ha soportado la 

mujer en una visión histórica y 

actual mirando estas realidades.”. 
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intensos, para no ofender a los integristas, el 

tener que esconder los libros bajo sus ropas, o 

como sus amigas ya no podrían seguir 

educándose. 

Ello que provocó que, en 2012, un 

seguidor de los talibanes la atacara cuando 

regresaba en bus, de su escuela en la ciudad de 

Mingora a su casa, disparándole en la cabeza. 

A partir de ese brutal hecho, de la cual 

salvó gracias a la oportuna acción del gobierno, 

su lucha adquirió mayor trascendencia. La joven, 

que soñó ser médico, hoy es una activista por el 

derecho a la educación en el mundo, habiendo 

hablado en la Asamblea General de la 

Organización de Naciones Unidas, que declaró el 

12 de junio, como el Día Internacional de Malala. 

  

 
Malala Youzafzai 

 

El año pasado publicó un libro donde 

cuenta su historia, el cual fue prohibido en las 

escuelas de niñas en su país, por no ser 

respetuosa con el Islam, al no hacer la exigida 

mención “que la paz sea con él”, cuando se 

refiere al profeta Mahoma. 

El Premio Nobel de la Paz a Malala, es un 

reconocimiento implícito también a los derechos 

de la mujer, frente a la agresiva pretensión de 

mantenerlas sometidas a la lacra del fanatismo y 

a los dictados regresivos y opresivos, fundados 

en visiones religiosas arcaicas y brutalmente 

impuestas. El derecho a realizar los sueños de 

Malala de tener un futuro profesional, rompiendo 

con la historia de millones de niñas y mujeres, 

condenadas a la ignorancia y al sometimiento a 

regresivas normas masculinas opresivas, es una 

lucha que no puede pasar por alto para nadie que 

observe y promueva la decencia del avance de los 

derechos femeninos: “Dentro de cada mujer, 

incluso en la más reprimida, alienta una vida 

secreta, una fuerza poderosa, llena de buenos 

instintos, creatividad apasionada y sabiduría 

eterna” 

Esta joven mujer, pagando un precio muy 

caro, entendió que la llave maestra para obtener 

la libertad y al libre acceso a las oportunidades, 

es la educación, como concepto central que 

permite un crecimiento simétrico y justo para 

toda la sociedad, un punto de partida personal  

para entender los principios de identidad y 

aprender a ser autogestora de su propia felicidad. 

La realidad de millones de mujeres, 

sometidas a las fatuas de exaltados o 

conservadores líderes religiosos, que no dudan 

acudir al asesinato de mujeres, para imponer la 

brutalidad de sus dictámenes, es una motivación 

permanente para la promoción de los derechos 

femeninos para todas las mujeres y hombres en 

cualquier parte del mundo. 

La privación del derecho a la educación 

de las niñas y el asesinato de mujeres por haber 

llegado a ejercer una profesión, son  realidades 

que deben ser denunciadas y condenadas. De la 

misma forma, que cualquier acción que señale un 

trato discriminatorio fundado en la condición de 

género.  

Malala ha sido exitosa hasta ahora en su 

lucha. Pero no debemos olvidar que, si bien ella 

sobrevivió a la violencia religiosa, muchas otras 

no lo han logrado, y son también un símbolo 

contra el oscurantismo y la barbarie.  

Es el caso de Salwa Bughaigis, activista 

de los derechos humanos y abogada libia, que 

destacó en la lucha contra Muhammar Kadhafi, y 

en el intento posterior de establecer una 

democracia en su país. En junio pasado, luego de 

haber llamado a participar en las elecciones para 

un nuevo parlamento, un grupo de cinco hombres  
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llegó hasta su casa en la noche y le disparó. 

Claramente sus enemigos eran los grupos 

extremistas islámicos, a los que se enfrentó con 

decisión. 

Salwa trabajó con una organización 

colaboradora del Fondo de ONU Mujeres para la 

Igualdad de Género, capacitando activistas y 

líderes y promoviendo la participación política de 

las mujeres en Libia. En esa perspectiva colaboró 

para tener una nueva Constitución y una 

democracia estable en Libia. Su último mensaje 

da cuenta de su coraje: "Demuestren a todos que 

Libia no se arrodilla ni se inclina, que Libia 

continuará luchando. Nosotros estamos 

decididos a construir la Libia en la que 

soñamos", escribió en su cuenta de Facebook 

minutos antes de morir. 

Tres meses después, Irak ha sido testigo 

del asesinato de otra activista por los derechos 

humanos y los derechos de la mujer, Sameera 

Salih Ali Al-Nuaimy, ocurrido en Mosul, Irak, en 

manos de militantes del llamado Estado Islámico. 

Detenida y torturada, fue luego ejecutada 

públicamente, sin derecho a ser sepultada. El 

odio asesino se fundó en el desprecio a su 

condición profesional y a su lucha por promover 

los derechos de la mujer en su país. 

Su ejecución es parte de los graves 

ataques que han ocurrido y siguen ocurriendo en 

zonas sometidas al Estado Islámico, contra ex 

candidatas a puestos políticos o mujeres líderes 

de opinión en las distintas elecciones ocurridas 

en ese país después de la caída de Saddam 

Hussein. 

En un sentido diverso, las semanas 

recientes ha conmovido al mundo la muerte en 

Irán de la joven Reyhaned Jabbari, de 26 años, 

condenada a la horca por un tribunal, acusada de 

asesinato. La joven mujer reconoció haber 

acuchillado a un agente del gobierno, luego de 

que este intentara violarla. Después de 

defenderse, llamó a una ambulancia para que 

auxiliara a su agresor. Tenía entonces 19 años. 

Sin embargo, el procedimiento judicial que 

enfrentó la mujer, siempre estuvo sometido a un 

escrutinio internacional que lo consideró poco 

confiable y carente de garantías esenciales.  

De hecho el relator especial de la ONU 

para Irán, sobre el estado de los derechos 

humanos en ese país, Ahmed Shaheed, había 

pedido suspender la ejecución ya que la 

confesión se habría logrado mediante tortura y 

sin considerar las pruebas a su favor, durante el 

juicio, según lo denunció Amnistía Internacional. 

En no contar con el perdón de la familia 

del hombre que resultó muerto en el incidente por 

el cual fue condenada – exigencia de la ley 

islámica del país -, dejó a Reyhaned en la 

imposibilidad de evitar la horca, sentencia que se 

cumplió en la abominación contra un 

procedimiento judicial viciado. 

Todos estos ejemplos nos llevan a la 

reflexión   de la enorme desigualdad que ha 

soportado la mujer en una visión histórica y 

actual mirando estas realidades. Esta visión nos 

insta y estimula a trabajar con mayor ahínco en 

un gran cambio cultural y arribar a un nuevo 

paradigma que acabe la discriminación y se 

llegue a una igualdad absoluta de los géneros. El 

nuevo paradigma del papel de la mujer debe 

continuar mejorando con más educación, sobre 

todo con los más oprimidos y económicamente 

más débiles. 

Hoy en día, aunque tal vez teóricamente, 

la mujer occidental tiene a su disposición todos 

los espacios y circunstancias para buscar vías de 

auto realización. Ningún cambio es superior a 

otro, sólo se trata de que toda mujer haga su Obra 

donde se sienta mejor, donde tenga posibilidades, 

donde sea reconocida por sus iguales. 
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Premiación en París 
(Francois Coll) 

 

 

   
  Francois Coll  y Henri Peña Ruiz                            Intervención de Anne Hidalgo 

 

El pasado lunes 27 de octubre, en uno de los más prestigiosos salones del Hôtel de Ville de 

París (sede central del ayuntamiento de la capital francesa), tuvo lugar la ceremonia de entrega de 

los Premios Internacionales y Nacionales 2014 de la Laicidad. 

Presidía el acto Patrick Kessel, al que quisiera rendir especial tributo por su incansable labor 

a la cabeza del Comité Laïcité République, uno de los principales organismos franceses que no 

olvida que la laicidad sigue siendo una prioridad nacional e internacional. A su lado estaba Pierre 

Bergé, conocido por ser cofundador de la prestigiosa marca francesa Yves Saint-Laurent, así como 

fundador del mencionado comité y, sobre todo, activista y defensor de la laicidad y los derechos 

humanos. No podía faltar al acto el político socialista Jean Glavany, miembro de la organización y 

conocido experto en las cuestiones relacionadas con el tema de la separación Iglesias-Estado.  

La presentación corrió a cargo de Anne Hidalgo, alcaldesa de París, quien, como suele hacer, 

dio un elegante discurso reivindicando sus raíces españolas y destacando la necesaria separación 

Iglesias-Estado como marco de convivencia en una sociedad democrática. 

El premio internacional fue atribuido a Shoukria Haidar, presidenta de la asociación 

NEGAR, de apoyo a las mujeres de Afganistán. El nacional correspondió a un empresario francés, 

Jean Luc Petit Huguenin, que ha puesto en vigor una "Carta de la laicidad" en el marco de su 

empresa. Por último, se entregaron dos Premios especiales a sendas grandes figuras de la filosofía 

contemporánea francesa: Catherine Kintzler y el franco-español Henri Peña-Ruiz. 

Todos los galardonados recibieron el Premio con discursos de agradecimiento muy 

personalizados y emotivos (que el lector encontrará en la página web del comité: http://www.laicite-

republique.org), pero que transmitieron un mensaje realmente importante en un mundo en donde la 

laicidad está en peligro y en donde todavía queda mucho por pensar y hacer. 

Me permito el lujo, como franco-español que soy, de hacer una mención especial al 

emocionante discurso de Henri Peña Ruiz, el cual hizo una emotiva evocación en castellano de la 

desaparecida Segunda República Española.   
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Argentina y el efecto Bergoglio 

 
 

Carlos Lombardi, Profesor de Derecho 

Constitucional de la Universidad Nacional de 

Cuyo, su columna habitual en Argenpress, ha 

salido a expresar la influencia del efecto 

Bergoglio en la realidad actual de Argentina. 

En ese contexto ha planteado tres 

indicadores. “Primero, el anclaje que han 

sufrido proyectos de ley que contienen el 

reconocimiento de derechos fundamentales 

para los ciudadanos (reforma del Código Civil 

y aborto), pero que son contrarios al 

pensamiento episcopal, que se arroga el 

carácter de “veedor social”, con pretensiones 

de seguir imponiendo un modelo de sociedad 

que ya aplicó en las sucesivas dictaduras 

militares que avaló - y fracasó - con las 

lamentables consecuencias por todos 

conocidas. 

En segundo lugar, el comportamiento 

de la clase política de estrechar lazos con el 

estamento clerical es otro indicador de lo que 

sostenemos. En este plano se encuentra el 

desfile por el Vaticano de funcionarios 

argentinos de todos los niveles para sacarse 

“su” foto con el pontífice”.  

“Finalmente-  agrega -, un tercer 

indicador lo encontramos en las propuestas 

que los candidatos para las próximas 

elecciones presidenciales están haciendo 

conocer a la ciudadanía. En ellas no hay un 

proyecto de país que tenga la laicidad (como 

contrapartida del clericalismo) como objetivo. 

¿Cuál podría ser el antídoto para evitar 

las toxinas clericales? Entendemos que el 

modelo social laico, respetuoso de la libertad 

de conciencia y pensamiento, del pluralismo 

ético, la diversidad e inclusión social, en el 

cual cada ciudadano pueda vivir conforme sus 

convicciones sin que la férula clerical le diga, 

desde el Estado, qué hacer y qué pensar”. 

 

 

 

Crimen contra la Humanidad 

 
La desaparición forzada de personas, 

como política de Estado, fue una de las 

prácticas más perversas implementadas por la 

represión política de las dictaduras militares 

bajo la llamada “doctrina de seguridad 

nacional” hace 40 años. 

La acción de hacer desaparecer 

personas, destruyendo su corporalidad, último 

derecho que queda a los deudos para cerrar el 

ciclo vincular, viene a ser la acción más 

deleznable de un objetivo de exterminio de 

adversarios, que ni siquiera la guerra puede 

reconocer como una práctica inevitable. 

La acción desarrollada por los 

responsables de la desaparición de 43 

estudiantes  de Iguala, trae a la realidad de 

América Latina de manera brutal aquello que 

parecía superado. De la mano de la criminal 

acción de asesinos pagados por el narcotráfico 

y la corrupción política, nuevamente jóvenes 

latinoamericanos han sido exterminados y 

borrados sus restos, violando sus derechos 

fundamentales y los de sus deudos. 

La responsabilidad del Estado es 

inexcusable, tanto para determinar la verdad 

jurídica y la sanción de los responsables, pero 

por sobre todo, por permitir y no impedir su 

propia corrupción.  

La realidad que muestra México al 

respecto, plantea la responsabilidad de su 

clase política y dirigente, por no encarar de 

manera decidida la penetración de sus 

organismos por parte de políticos vinculados 

al narcotráfico y a la corrupción. El 

caciquismo y su vulnerabilidad frente a los 

ingentes recursos del narcotráfico y de la 

criminalidad, no es algo que el gobierno 

central y los órganos de investigación del 

delito y el sistema de administración de 

justicia pueden ignorar ni evadir. 
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La Asociación de Mujeres Laicas de Chile, Regional Metropolitana, realizó su tradicional 

ceremonia de premiación anual a las socias de los diferentes Centros Femeninos que la integran, el 

10 de octubre recién pasado. Fueron galardonadas quienes cumplían años de permanencia en la 

institución y se aprovechó la oportunidad para entregar premios a los tres primeros lugares de un 

concurso literario organizado entres sus integrantes.  

La ceremonia estuvo presidida por María Gutiérrez de Boza, presidenta regional, quien fue 

ayudada por Alejandra Sandoval, directora ideológica; y Sonia Martin, directora de cultura y 

divulgación.  

Hubo momentos emocionantes, como cuando una hija, integrante del directorio, entregó el 

reconocimiento por años de permanencia – y activa labor en su Centro Femenino – a su madre; o 

cuando una hija recibió un premio en nombre de su madre, cuyo estado de salud le impidió 

concurrir al acto. 

Los Centros Femeninos se mantienen en plena actividad y aseguran su existencia a futuro, 

gracias la mística que se transmite de generación en generación entre quienes los conforman.  

Iniciativa Laicista estuvo presente en la ceremonia de premiación y reiteró su fraterno saludo a la 

Asociación de Mujeres Laicas de Chile en su aniversario (Manuel Romo).  

 

  

PREMIACIÓN A LA 

CREATIVIDAD 

LITERARIA DE 

MUJERES LAICAS 

 

 

 

 

Producto de un error involuntario, en una 

descripción de instituciones vinculadas a actividades libre 

pensadoras, en nuestra anterior edición se incluyó el 

adjetivo “ex” al mencionar la Sociedad Atea de Chile, 

como consecuencia de un lamentable copy/paste. 

Probablemente alguien entendió en consecuencia, que la 

Sociedad Atea había dejado de existir. 

Sin embargo, la Sociedad es una fundación de 

derecho privado, que existe activamente en la realidad 

chilena, desarrollando múltiples actividades. Su página 

web www.sociedadatea.cl da cuenta de las acciones que 

desarrollan en distintas ciudades del país, a través de sus 

filiales, así como las actividades a nivel internacional. 

Sin duda, la Sociedad Atea de Chile, es una 

organización que ocupa un espacio importante en la 

difusión del libre pensamiento y la laicidad, que 

valoramos en el derecho a la diversidad en el ejercicio de 

las libertades de conciencia. 
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